
Artículos 

¿La reconstrucción de El Salvador? 
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Resumen 

Este artículo analiza el progreso hecho en el primer año de reconstruc­
ción nacional. Se limita a tres temas vitales para una recuperación nacional 
sostenida: la implementación del plan de reconstrucción nacional y la am­
plitud de la participación de los beneficiarios. a lo cual el gobierno dio 
mucha relevancia al presentar dicho plan; el papel de la Fuerza Armada en 
la reconstrucción. en concreto las actividades de acción cívica de la Fuerza 
Armada; finalmente. el artículo considera las prioridades de gasto del go­
bierno de Cristiani en relación con su política social de postguerra. lo cual 
es importante. pues los gobiernos pueden convertirse en poderosas fuerzas 
de cambio social cuando están preparados para comprometer fondos en los 
programas sociales orientados hacia los sectores más pobres. 

1. Introducción 

Con la fmna de los acuerdos de paz en 1992, 
la guerra se detuvo y la reconstrucción empezó. La 
reconstrucción de las sociedades divididas siempre 
es un proceso difícil, pero en el caso de El Salva­
dor es algo más complejo por el hecho de que nin­
guna de las partes ganó la guerra. Los acuerdos de 
paz reconocen implícitamente dos modos para go­
bernar. El reto para la política de reconstrucción 

consiste en integrar dos modelos de desarrollo: el 
primero se encuentra en las áreas fuera del control 
gubernamental y se caracteriza porque los servi­
cios son prestados por organizaciones no guberna­
mentales, grupos populares y eclesiales y organi­
zaciones comunitarias de base; mientras que el se­
gundo se encuentra en las áreas controladas por el 
gobierno, donde la prestación de servicios con fre­
cuencia se caracterizó por los propósitos contrain­
surgentes. La desalentadora tarea del gobierno 

• Este artículo es una versión condensada de un informe más largo publicado por WOLA con el títutlo Reluctanl 
Reforms: Tite Cristiani Government and the International Community in the Process of Salvadorean 
Reconstruction». Terry Tracy ayudó editorialmente. 
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consiste en promover la reconstrucción en áreas 
donde las instituciones gubernamentales fueron 
uadicionalmente las más débiles y donde el apoyo 
popular al FMLN era muy fuerte. 

Existe consenso en que El Salvador debe ser 
reconstruido como una nación unida, coherente y 
económicamente exitosa, pero hay diferencias so­
bre el significado de la reconstrucción. Algunos 
consideran la reconstrucción como un retorno a la 
situación existente previamente, con una acción li­
mitada para reparar el daño causado en la infraes­
tructura y en la capacidad productiva y reinser­
tando a los combatientes en la vida civil. Otros 
consideran que la reconstrucción nacional debe 
comprender políticas para rectificar las desigual­
dades económicas y sociales que crearon las con­
diciones para la guerra. 

Este artículo analiza el progreso hecho en el 
primer año de reconstrucción nacional. Se limita a 
tres temas vitales para una recuperación nacional 
sostenida. El primero es la implementación del 
plan de reconstrucción nacional y la amplitud de 
la participación de los beneficiarios. El hecho de 
que el Ministerio de Planificación haya subrayado 
este componente cuando el plan de reconstrucción 
nacional se presentó hace importante establecer si 
la estructura institucional creada para implementar 
dicho plan permite la participación amplia de las 
organizaciones no gubernamentales y de la socie­
dad civil. 

El artículo también considera el papel de la 
Fuerza Armada en la reconstrucción. Analiza las 
actividades de acción cívica de la Fuerza Armada. 
Al ser la institución nacional más grande y unida, 
pero históricamente la más represiva, ¿es la parti­
cipación de la Fuerza Armada en la reconstrucción 
compatible con una participación amplia de la so­
ciedad civil? Esta pregunta es pertinente dada la 
reducción del tamaño de la Fuerza Armada y la 
redefinición de su misión después de la guerra y 
es crítica para el curso de la reconstrucción, puesto 
que si asume un papel relevante en la construcción 
de la nación, la Fuerza Armada compite con las 
organizaciones de la sociedad civil. 

Finalmente, el artículo considera las priorida­
des de gasto del gobierno de Cristiani en relación 
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con su política social de postguerra. Los gobiernos 
pueden convertirse en poderosas fuerzas de cam­
bio social cuando están preparados para compro­
meter fondos en los programas sociales orientados 
hacia los sectores más pobres. Por lo tanto, la re­
distribución de los recursos ilumina las intencio­
nes del gobierno en cuanto a profundizar la des­
militarización de la sociedad salvadoreña al mis­
mo tiempo que busca una justicia social mayor. 

2. Los planes de reconstrucción del gobierno 
de Cristiani 

2.1. Los antecedentes 

El gobierno concibió sus políticas de recons­
trucción en el contexto de su programa de estabi­
lización y ajuste estructural. El plan nacional de 
reconstrucción, revelado en una reunión de donan­
tes internacionales del grupo consultivo, organiza­
da por el Banco Mundial, en 1992, tiene dos eta­
pas. Una fase de contingencia para enfrentar las 
necesidades urgentes en los seis primeros meses y 
una fase de mediano plazo que cubre cinco años. 
Sus cuatro objetivos principales son: (a) la reinte­
gración de los ex combatientes y de la población 
civil más afectada en la vida productiva; (b) el 
mejoramiento de las condiciones sociales, econó­
micas y ambientales en las áreas más afectadas, 
(c) la reconstrucción de la infraestructura social y 
productiva básica, dañada o destruida por la gue­
rra y (d) la promoción de la participación de todas 
las partes de la sociedad en el esfuerzo de recons­
trucción nacional. 

El plan nacional de reconstrucción prioriza 106 
municipalidades (posteriormente incrementadas a 
115), identificadas por tres criterios: (a) áreas don­
de el connicto hizo estragos continuamente, la in­
fraestructura fue destruida y las instituciones loca­
les quedaron inoperantes; (b) áreas bajo ataque re­
petido y caracterizadas por la emigración, niveles 
de vida pobres y destrucción de la infraestructura, 
(c) áreas con la infrestructura destruida, pero no 
reparada por limitaciones institucionales o de re­
cursos. El plan nacional de reconstrucción designó 
800,000 beneficiarios integrados por (a) ex com­
batientes de la Fuerza Armada y del FMLN; (b) 
personas desplazadas en zonas altamente conflicti-
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vas, (c) refugiados repatriados en zonas conflicti­
vas y (d) la población civil en zonas controladas 
por el FMLNI. 

Respondiendo a una petición del gobierno, los 
donantes confmnaron su apoyo para la reconstruc­
ción económica y social de postguerra, compro­
metiéndose con un total de 800 millones de dóla­
res aproximadamente para dos afios. Estados Uni­
dos fue el donante más grande al comprometer 
250 millones de dólares para las necesidades in­
mediatas y de mediano plazo. Este fue un primer 
paso para dar tiempo a otros donantes a procesar 
los fondos comprometidos. Los donantes se mos­
traron preocupados sobre el monitoreo y la super­
visión del proceso de reconstrucción2

• Sin embar­
go, la propuesta de un donante para monitorear la 
participación de las organizaciones no guberna­
mentales, la cual fue apoyada por el gobierno sal­
vadoreño, no ha sido puesta en prácticaJ

• 

2.2. ¿Es el plan de reconstrucción nacional un 
plan de consenso? 

El gobierno considera el plan de reconstruc­
ción como un esfuerzo nacional desarrollado por 
medio de procedimientos consultivos con un es­
pectro social amplio. El borrador del plan fue dis­
cutido en foros multisectoriales con cien institu­
ciones privadas y públicas y con el FMLN4

• La 
presentación del gobierno del plan de reconstruc­
ción nacional a los donantes fue apoyada por el 
FMLN, que junto con el sector privado, los sindi­
catos y COPAZ estuvieron formalmente represen­
tados en la delegación oficial. 

El consenso sobre el plan de reconstrucción 
nacional presentado en la reunión de Washington 
se debió en gran medida, sin embargo, a la presión 
de los donantes. En las discusiones previas se dejó 
claro tanto al gobierno como al FMLN, que el 
apoyo de los donantes dependería menos del con­
tenido del plan de reconstrucción y más de un 
apoyo político amplio y probadoS. El FMLN, que 
no quería ser acusado de socavar los esfuerzos de 
reconstrucción, se sintió obligado a participar en 

la delegación oficial de la reunión de marzo, a pe­
sar de la existencia de desacuerdos no resueltos en 
algunos asuntos importantes'. 

Las diferencias profundas sobre el papel apro­
piado de las organizaciones no gubernamentales y 
de otros actores ajenos al Estado y sobre la estruc­
tura institucional para su implementación se deri­
van de la falta de claridad en estos temas en los 
acuerdos de paz. Aunque los acuerdos dicen que el 
plan de reconstrucción nacional no es responsabi­
lidad exclusiva del gobierno y debe reflejar los de­
seos colectivos del país, no especifican los meca­
nismos de consulta ni los de participación. No 
existen líneas estrictas sobre cuándo, por qué y 
cómo actores no estatales como el FMLN, las or­
ganizaciones de la sociedad civil y el Programa 
para el Desarrollo de Naciones Unidas deberían 
participar en el plan de reconstrucción nacional. 
Consecuentemente, el gobierno, el FMLN y las or­
ganizaciones no gubernamentales interpretan los 
acuerdos de manera diferente. 

La voluntad del gobierno para incorporar las 
ideas del FMLN cuando las considerase apropia­
das, inicialmente, no llegaba a incluir el control de 
este último sobre los programas que afectaban a 
sus ex combatientes. Las organizaciones no guber­
namentales notablemente ausentes en el primer 
borrador del plan de reconstrucción nacional fue­
ron incluidas eventualmente en los borradores si­
guientes como implementadoras de proyectos? Sin 
embargo, las organizaciones no gubernamentales 
con experiencia de trabajo en antiguas zonas con­
flictivas que buscaban un papel institucional en la 
estrategia y en la formulación del programa fueron 
rechazadas por el gobierno con el argumento de 
que su capacidad para implementar programas era 
limitada, su administración y sus sistemas finan­
cieros eran débiles y aquéllas sólo eran capaces de 
suministrar asistencia social. 

2.3. La estructura institucional del plan de re­
construcción nacional 

El gobierno es consciente de que necesita de 

Las maneras nuevas de trabajar fueron socavadas por el desmedido 
deseo gubernamental para regular la reconstrucción municipal. 
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una colaboración sustancial de los actores no esta­
tales para conseguir las metas de la reconstruc­
ción. Las áreas de reconstrucción no sólo están 
ubicadas en lugares del país donde el sector públi­
co ha sido débil tradicionalmente y donde los gru­
pos comunitarios y las organizaciones no guberna­
mentales se han consolidado, sino donde una gran 
cantidad de población beneficiaria permanece aje­
na al gobierno y tiene una gran simpatía por el 
FMLN. Además, los donantes han alertado al go­
bierno que una reconstrucción y un desarrollo na­
cional efectivos requieren de la cooperación soste­
nida de las organizaciones no gubernamentales y 
de los grupos comunitarios. 

En enero de 1992, el gobierno creó la Secreta­
ría de Reconstrucción Nacional para administrar la 
implementación del plan de reconstrucción nacio­
nal. Dirigida por una secretaría general que depen­
de del presidente de la república, la Secretaría tie­
ne cinco funciones fundamentales: (a) la coordina­
ción de la implementación de los programas y pro­
yectos, incluyendo la evaluación, aprobación, mo­
nitoreo y modificación de los planes de desarrollo 
de las agencias ejecutoras, (b) la distribución de 
los recursos internos y externos entre las agencias 
ejecutoras; (c) el diseño y la implementación de 
controles de auditoría para asegurar la utilización 
apropiada de los recursos de la reconstrucción; (d) 
la promoción de la participación de la sociedad 
civil en el proceso de decisión a nivel municipal, y 
(e) la promoción de la participación de las organi­
zaciones no gubernamentales y de los grupos co­
munitarios en el plan de reconstrucción nacional. 

Con una estrategia de implementación que des­
cansa en tres aproximaciones complementarias -
la implementación descentralizada al recurrir a los 
gobiernos locales y a las organizaciones no guber­
namentales, el mejoramiento de la capacidad de 
implementación del gobierno local y de las organi­
zaciones no gubernamentales con asistencia técni­
ca y el mayor uso posible de las instituciones exis­
tentes para evitar la dispersión de unos recursos 
demasiado escasos y correr el riesgo de crear me­
canismos nuevos que probablemente actuarán de 
manera deficienteS-, la Secretaría de Reconstruc­
ción Nacional prometió un modo de operar plural. 
Pero en la medida en que los requerimientos para 
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operar de manera inmediata ganaron importancia, 
la Secretaría se apoderó del programa "Municipa­
lidades en acción", originalmente administrado 
por CONARA (Comisión Nacional para Restaura­
ción de Areas). La Secretaría no sólo se apoderó 
de la planificación y de la experiencia de 
CONARA, de su red de oficinas regionales y de 
su personal relativamente experimentado, sino que 
también heredó la controversia alrededor de las 
actividades de esa institución durante la guerra. 

2.4. Crítica de la Secretaría de Reconstrucción 
Nacional 

Existen dos críticas igualmente importantes de 
la Secretaría de Reconstrucción Nacional. La pri­
mera está relacionada con la pregunta sobre si di­
cha Secretaría se ajusta a las intenciones de los 
acuerdos de paz acerca de la implementación del 
plan de reconstrucción nacional. Los acuerdos de 
paz recomendaban la creación de un fondo de re­
construcción nacional, sin especificar el tipo de 
agencia para implementarlo, excepto la inferencia 
de que debía ser una agencia de reconstrucción ba­
sada en el consenso. El fondo de reconstrucción 
nacional pretendía percibir los recursos consegui­
dos por el gobierno y el Frv1LN. Este último espe­
raba tener un papel en el momento de tomar las 
decisiones en cuanto conseguiría dinero para el 
fondo. Asimismo, en el espíritu de crear consenso, 
los acuerdos de paz también asignaron al Progra­
ma de Naciones Unidas para el Desarrollo un pa­
pel de apoyo amplio. Sin embargo, el gobierno no 
estableció el fondo de reconstrucción nacional ni 
una agencia de reconstrucción de base amplia. Al 
contrario, al crear la Secretaría de Reconstrucción 
Nacional afirmó su autoridad en la dirección de la 
reconstrucción nacional; al Programa de Naciones 
Unidas para el Desarrollo le asignó un papel de 
consejo, asistencia técnica y de conseguir dinero, 
al mismo tiempo que excluyó en gran medida al 
FMLN del proceso de decisión sobre la recons­
trucción. 

La segunda crítica se relaciona con la vincula­
ción estrecha de la Secretaría de Reconstrucción 
Nacional con CONARA, la primera organización 
responsable de los aspectos civiles de los progra­
mas de contrainsurgencia. De hecho, CONARA 
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em la opción preferida por el gobierno para dirigir 
el esfuerzo de la reconstrucción y aparecía implí­
citamente en todas etapas del bormdor del plan de 
reconstrucción nacional'. Sin embargo, la reacción 
de los donantes ante CONARA no fue clara. Mu­
chos se opusieron oficialmente a CONARA a raíz 
de sus actividades durante la guerm!o. Otros, espe­
cialmente, AJD, apoyaron fuertemente su partici­
pación en la reconstrucción. En gran medida por­
que AJD estaba preocupada por perder el control 
sobre la política de reconstrucción tal como había 
ocurrido con la política social al crearse el Fondo 
de Inversión Social (FIS)l1. Con el apoyo crítico 
de AJD, pero en contra del consejo del Programa 
de Naciones Unidas para el Desarrollo, el gobier­
no tmnsfIrió el programa "Municipalidades en Ac­
ción" de CONARA a la Secretaría de Reconstruc­
ción Nacional!2. 

En términos burocráticos y administrativos es 
difícil distinguir dónde termina la Secretaría de 
Reconstrucción y dónde comienza CONARA. Los 
empleados de esta última con frecuencia son tam­
bién empleados de aquélla, y describen la relación 
orgánica diciendo "somos dos en uno"!3. Operati­
vamente, la Secretaría trabaja prominentemente 
por medio de las estructuras CONARA con el pro­
grama "Municipalidades en acción", por lo gene­
ral, el beneficiario mayor de los fondos de la pri­
mera!4. Los funcionarios de la Secretaría alegan 
que CONARA dejó de existir una vez que "Muni­
cipalidades en acción" fue asumido por aquéllalS

• 

Es claro que éste no es el caso, pues la Secretaría 
de Reconstrucción Nacional carece de un perfil 
institucional independientel6

• 

La continuada presencia de CONARA sugiere 
la pregunta de si una organización creada para 
conseguir objetivos militares es la más apropiada 
para jugar un papel central en la construcción de 
la paz y en la promoción de la reconciliación. AID 
y la Secretaría de Reconstrucción mantienen que 
CONARA es una agencia de desarrollo legítima y 
que sus críticos distorsionan y exageran su pasado 
contrainsurgente17

• Pero los beneficiarios potencia­
les son más escépticos y argumentan con los méri­
tos que tendría recurrir a las organizaciones comu­
nitarias de base\8. Su caso tiene fundamento en la 
persistente antipatía de CONARA hacia las estruc-
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turas comunitarias que operan fuem del control del 
gobierno. Por ejemplo, al responder a una situa­
ción de emergencia por inundación en San Vicen­
te, en octubre de 1992, CONARA no actuó impar­
cialmente. Muchos, incluyendo la población des­
plazada y las comunidades de refugiados, perdie­
ron sus pertenencias, pero CONARA distribuyó 
ayuda de emergencia sólo a la comunidad Nuevo 
Amanecer, fundada por el gobierno. Esta política 
se exacerbó más aún cuando el comité de emer­
gencia establecido por el gobierno no declaró la 
situación de emergencia. Esto significó que las 
agencias intergubernamentales con acceso a los 
inventarios de emergencia y deseosas de ayudar 
no pudieron hacerlo!9. 

Las percepciones negativas respecto a 
CONARA han dlmado seriamente el perfil público 
de la Secretaría de Reconstrucción Nacional, espe­
cialmente dentro de la comunidad de donantes no 
estadounidenses. Desde el establecimiento de la 
Secretaría, en la comunidad diplomática europea, 
la opinión ha cambiado significativamente. Des­
pués de recibir el beneficio de la duda normalmen­
te concedido a las agencias nuevas, ahora la Secre­
taría es criticada rotundamente por su actuación, la 
cual se compara cada vez más con la del Fondo de 
Inversión Social. Este es valorado por su rapidez, 
su eficiencia, su buena administración y su apoli­
ticidad en comparación con la ,secretaría que, al 
contrario, es considerada inflexible, lenta y 
politizada20

• 

La Secretaría de Reconstrucción Nacional tie­
ne muy poco incentivo para instituir reformas, 
dado que hasta ahora la mayoría de sus proyectos 
han sido financiados por AID. Con 120 millones 
de dólares proporcionados por AJD para el año 
fiscal de 1993, la Secretaría es incapaz de gastar 
los recursos que posee. A comienzos de 1993, sólo 
20 millones de dólares habían sido asignados a 
proyectos identificados, de los cuales 6 millones 
de dólares contaban con planes de acción para su 
implementación. Con su proyecto y sus sistemas 
de contabilidad encerrados dentro del sistema de 
contrapartida de AID, la Secretaría de Reconstruc­
ción Nacional aparece mal equipada para tratar 
con más de un donante al mismo tiempo. Por lo 
tanto, la Secretaría no ha buscado fuentes de 
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fInanciamiento adicionales o alternativas. En con­
traste, el Fondo de Inversión Social maneja fondos 
sustanciales del Banco Interamericano de Desarro­
llo y de la Comunidad Económica Europea. 

Al fracasar en ganarse la confianza de los acto­
res claves del proceso de reconstrucción, la Secre­
taría no es capaz de cumplir con su papel coordi­
nador. Por ejemplo, como los donantes no siempre 
divulgan todos los detalles de los fondos nuevos 
canalizados, tales como los enviados a las organi­
zaciones no gubernamentales directamente, la Se­
cretaría no puede decir cuánto dinero nuevo ha 
sido desembolsado para las actividades de recons­
trucción el afto pasado. El Programa de Naciones 
Unidas para el Desarrollo tiene que verificar en, 
consulta con los donantes si el estimado de 400 
millones de dólares canalizado en 1992 es correc­
toll • Dado que la Secretaría se ha alejado de los 
donantes europeos, existen dudas sobre su existen­
cia a largo plazo. La Secretaría necesita fondos 
alternativos a mediano plazo, pues AID es la única 
fuente de fondos. Algunos funcionarios de AID han 
criticado a los donantes europeos por haber boico­
teado a la Secretaría de Reconstrucción Nacional 
favoreciendo en su lugar canales alternativos que 
incluyen a las organizaciones no gubemamentales22. 
Esta crítica no toma en consideración las profundas 
diferencias políticas existentes. Aquellos gobiernos 
europeos que se abstuvieron de apoyar al gobierno 
de Cristiani durante la guerra todavía tienen que ser 
convencidos de que la Secretaría de Reconstrucción 
Nacional es una organización de reconstrucción 
fundada en el consenso. 

Los antecedentes de la Secretaría de Recons­
trucción Nacional en cuanto a promover consenso 
son ambiguos. A comienzos de 1992 mostró. sus li­
mitaciones respecto al apoyo inmediato para la 
reinserción del FMLN. El progreso conseguido se 
debe en gran medida al papel catalizador de Na­
ciones Unidas. Cuando fue claro que no había 
asistencia para los campamentos guerrilleros en el 
corto plazo, el Programa de Naciones Unidas para 
el Desarrollo y ONUSAL respondieron flexible­
mente con un programa para combatientes des­
movilizados. El diálogo entre el FMLN, los 
funcionarios gubernamentales, las organizaciones 
no gubernamentales y las agencias de Naciones 
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Unidas llevaron a la creación de comités coordina­
dores que se reunían regularmente para resolver 
sus diferencias23• 

A finales de 1992, la Secretaría de Reconstruc­
ción Nacional demostró que podría servir como un 
foro para discutir con el FMLN asuntos tales 
como el crédito agrícola, el entrenamiento voca­
cional y la vivienda. Pero ha sido incapaz de igua­
lar la inventiva e ingenuidad de los programas 
participativos constituidos a base de consenso apo­
yados por Naciones Unidas:M. A principios de 1993, 
las actividades para conseguir consenso por parte 
de la Secretaría estaban detenidas. Mientras el diá­
logo de reconstrucción de 1992 reflejó una bús­
queda amplia de consenso por parte de la socie­
dad, al comenzar la campaña electoral de 1994, las 
oportunidades se cerraron2.5. 

Las elecciones promueven la competencia y la 
confrontación más que la cooperación. Dado que 
las elecciones para presidente, para la asamblea le­
gislativa y para los concejos municipales de 1994 
son las más importantes de la historia del país, el 
proceso de reconstrucción ha entrado en un perío­
do más difícil. El prospecto de que el gobierno 
asigne ayuda para la reconstrucción en vista a apo­
yar la campaña electoral de 1994 es una preocupa­
ción obvia. La decisión para crear la Secretaría de 
Reconstrucción Nacional más que una agencia de 
reconstrucción nacional con una base amplia ad­
quiere un significado nuevo. Las consideraciones 
electorales no sólo significan negar la ventaja polí­
tica a la "otra parte", sino que también crean pre­
sión para manipular la ayuda y mostrar que .es el 
partido en el poder el que tiene la capacidad para 
entregar bienes y servicios26

• El hecho de que una 
agencia gubernamental controle potencialmente 
los recursos de reconstrucción proporciona al par­
tido ARENA en el poder una ventaja significativa 
sobre los partidos contendientes. 

3. La participación de la organización no guber­
namental en el proceso de reconstrucción 

De los actores no estatales reconocidos como 
importantes para la implementación del plan de re­
construcción nacional, las organizaciones no gu­
bernamentales recibieron gran atención. La exten­
sión de la participación de estas organizaciones no 
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es sólo una indicación de la descentrali­
zación de la reconstrucción, sino tam­
bién de que los beneficiarios participan 
directamente en la reconstrucción comu­
nitaria. Para comprender cómo, cuándo 
y por qué las organizaciones no guber­
namentales fueron integradas en las acti­
vidades de reconstrucción es necesario 
resumir los puntos principales del desa­
rrollo de estas organizaciones salvadore­
ñas. 

3.1. El crecimiento de la organización 
no gubernamental comunitaria 

La evolución de las organizaciones no guber­
namentales es un resultado social y político del 
sufrimiento y de la miseria causadas por el con­
flicto. De las 732 instituciones privadas de desa­
rrollo enlistadas por el Programa de Naciones Uni­
das para el Desarrollo en 1992, solamente 166 fue­
ron fundadadas antes de 198()27. En la medida en 
que el número de las organizaciones no guberna­
mentales creció, sobre todo a causa de la disponi­
bilidad de fondos internacionales, también creció 
la variedad de instituciones de desarrollo28

• Flore­
cieron dos tipos de organizaciones grandes: las or­
ganizaciones cuyos miembros pertenecen a las co­
munidades de base que surgieron de las comunida­
des de desplazados, de refugiados repatriados y de 
civiles residentes en las zonas conflictivas y las 
asociaciones de desarrollo creadas por el sector 
empresarial privado. 

Las organizaciones comunitarias de base fue­
ron fundadas como organizaciones representativas 
para presentar sistemáticamente las visiones de las 
comunidades civiles afectadas por la guerra que 
querían retornar a su lugar de origen. En este sen­
tido, desafiaron la legitimidad del gobierno para 
hablar y actuar en su nombre, mientras contribuían 
a la estrategia política general del FMLN en cuan­
to a colocar de nuevo a la población civil en las 
zonas conflictivas. El Comité Cristiano para Des­
plazados de El Salvador (CRlPDES) fue fundado 
en 1984 y dos años más tarde se fundó la Coordi­
nadora Nacional de Repoblación (CNR). Los dos 
grupos organizaron conjuntamente el regreso de 
los desplazados y apoyaron la repatriación de los 

¿LA RECONSTRUCCION DE EL SALVADOR? 

refugiados. No solamente se reasentó población en 
áreas grandes, sino que organizaciones representa­
tivas con base local fueron establecidas en las 
áreas conflictivas del país. En un proceso paralelo, 
en las comunidades civiles que permanecieron en 
las zonas conflictivas durante toda la guerra, sur­
gieron las organizaciones comunitarias de basez'. 

Localizadas en regiones afectadas por la guerra 
e inaccesibles, las organizaciones comunitarias de 
base requerían ayuda técnica, logística y adminis~ 
trativa así como también medios para vincularse 
con donantes internacionales. Para cumplir con es­
tas funciones se crearon organizaciones interme­
diarias. La creación de CORDES, FASTRAS, 
FUNSALPRODESE, ASDI Y REDES permitió a 
los donantes, sobre todo a las organizaciones no 
gubernamentales y a los gobiernos europeos, acce­
so directo a los proyectos de las comunidades en 
las zonas conflictivas. En la actualidad, estas cinco 
organizaciones se coordinan en el grupo CON­
CERTACION, inicialmente establecido con el 
propósito de relacionarse con la Conferencia Inter­
nacional para los Refugiados Centroamericanos 
(CIREFCA). 

Los miembros del grupo CONCERTACION 
también pertenecen al Consejo Coordinador de 
Instituciones Privadas de Promoción Humana de 
El Salvador (CIPHES). Creado en 1985, CIPHES 
es la asociación de organizaciones no guberna­
mentales de desarrollo más grande que promueve 
las actividades de desarrollo participativas con los 
pobres de El SalvadofO. Las 37 organizaciones 
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miembros van desde las agencias de la Iglesia ca­
tólica, tales como el Secretariado Social Arquidio­
cesano, a las organizaciones no gubernamentales 
internacionales como World Vision y organizacio­
nes de servicio local salvadoreño como FUNDA­
SAL, la agencia que construye viviendas baratas 
que, en la década de los setenta, fue la primera 
organización no gubernamental en administrar 
fondos del Banco Mundiapl. 

Las organizaciones comunitarias de base evo­
lucionaron sin el apoyo de AID, a diferencia de las 
asociaciones de desarrollo del sector privado que 
se expandieron a raíz del financiamiento de aqué­
lla, una Fundación para el Desarrollo Económico 
y Social (FUSADES) y una iniciativa llamada, 
Fortalecimiento de Asociaciones (FORT AS). 
FUSADES, creada por la comunidad empresarial 
salvadoreiía en 1983, es la mayor beneficiaria de 
los fondos de AID32. FORT AS apoyó la creación de 
nuevas organizaciones y el fortalecimiento 
institucional de las asociaciones existentes. En 1986, 
se crearon otras tres organizaciones, FEPADE (Fon­
do Empresarial para el Desarrollo Educativo), 
FlPRO (Fundación Industrial Preventivo del Ries­
go Ocupacional) y HABlTAT, una fundación para 
viviendas. Las tres han recibido donativos grandes 
de parte de AID. El proyecto FORTAS ha entrado 
en una segunda fase que busca crear fundaciones 
locales de desarrollo. La primera en ser estableci­
da fue FUNDECOYO, la Fundación para el Desa­
rrollo de Tepecoyo, la cual cuenta con 55 miem­
bros, en su mayoria productores de café33• 

3.2. La ventaja comparativa de las organizacio­
nes no gubernamentales salvadoreñas 

No todas las organizaciones no gubernamenta­
les son iguales, cada una tiene un tipo diferente y 
ventajas y debilidades comparativas distintas. Las 
asociaciones de desarrollo del sector privado tra­
bajan estrechamente con el gobierno y AID. De 
hecho, muchas fueron creadas para trabajar espe­
cíficamente con fondos de AID como parte de las 
actividades privatizadoras del gobierno. En conse­
cuencia, establecieron sistemas de contabilidad fi­
nanciera orientados a satisfacer los requerimientos 
de AJO. Una aproximación compartida al desarro­
llo también ha promovido un movimiento fácil en-
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tre las asociaciones de desarrollo gubernamentales 
y del sector privado. Los jefes de la política eco­
nómica gubernamental, como Mima de Liévano, 
Ministro de Planificación, y Norma de Dowe, Se­
cretaria General de la Secretaría de Reconstruc­
ción Nacional, son antiguas empleadas de 
FUSADES; el secretario de la primera junta de 
FUSADES, Roberto Orellana Milla, ahora es pre­
sidente del Banco Central; y el mismo presidente 
Cristiani pertenecía a la junta de FUSADES. En la 
actualidad, familias ricas de la elite presiden aso­
ciaciones tales como FEPADE, FIPRO y FUN­
DASAL V A, las cuales están relacionadas directa­
mente con AID y gozan de un tratamiento finan­
ciero privilegiado. La larga relación de trabajo es­
tablecida entre el gobierno, AID y las asociaciones 
de desarrollo del sector privado es un criterio prio­
ritario determinante de la colaboración para la re­
construcción entre el gobierno y AID. 

Las asociaciones de desarrollo del sector priva­
do tienen una gran debilidad en relación con las 
prioridades del plan de reconstrucción nacional. 
No han demostrado tener capacidad para trabajar 
con las poblaciones beneficiarias del plan. Sus ac­
tividades para apoyar el desarrollo de la empresa 
privada no han dado prioridad a las poblaciones 
campesinas más afectada" por la guerra. En la si­
tuación altamente politizada y polarizada de la dé­
cada de los ochenta, organizaciones como 
FUSADES mostraron poca simpatía y mucho me­
nos apoyo práctico ante las demandas y necesida­
des de los grupos de desplazados y refugiados. 

Las organizaciones comunitarias de bases las 
intermediarias, tales como los miembros del grupo 
CONCERTACION, por el contrario, tienen víncu­
los sin par con las poblaciones de las zonas con­
flictivas y un conocimiento de la base, construido 
en los ochenta, el cual es igual si no mejor que el 
del gobierno en su propio dominio. Existe cierto 
grado de confianza con los beneficiarios que las 
asociaciones de desarrollo del sector privado son 
incapaces de igualar. La capacidad de las organi­
zaciones de base para sintetizar las demandas co­
munitarias es la ventaja más atractiva para las 
agencias europeas bilaterales. Muchas organiza­
ciones no gubernamentales externas también sim­
patizan con el concepto de contabilidad usado por 
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Si la paz ha de tener un significado real para los salvadoreños pobres, 
el gobierno debe hacer un trabajo mejor, proporcionando servicios sociales. 

estas organizaciones. La contabilidad "popular" 
para los grupos beneficiarios asigna una importan­
cia igual a la contabilidad fmanciera34

• 

Los miembros de CONCERT ACION son tanto 
un producto de la situación polarizada de El Sal­
vador como las asociaciones de desarrollo del sec­
tor privado. Pese a ello, un informe de la Oficina 
de Contabilidad General de Estados Unidos sobre 
las organizaciones no gubernamentales en la re­
construcción de postguerra sólo etiqueta al grupo 
CONCERT ACION políticamente, refiriéndose a 
él como "organizaciones no gubernamentales afi­
liadas al FMLN"3S. Aunque dicha oficina estado­
unidense ahora se refiere a "las organizaciones no 
gubernamentales antiguamente afiliadas al 
FMLN", sigue fallando en reconocer el desarrollo 
de su competencia36

• Con su perspectiva política, 
la Oficina de Contabilidad General subestima la 
capacidad de adaptación de estas organizaciones 
no gubernamentales. Solamente con los acuerdos 
de paz han podido desarrollar sus actividades li­
bres de la persecución y la amenaza3'. No obstan­
te, el gobierno sigue impidiendo su reconocimien­
to jurídico pleno y ha engavetado las peticiones de 
personería jurídica en los últimos afios38

• Sin em­
bargo, desde la firma de los acuerdos de paz, los 
miembros de CONCERTACION han mejorado la 
capacidad para administrar, supervisar y evaluar 
los proyectos. Además, las organizaciones no gu­
bernamentales de CONCERTACION han adquiri­
do el arte de hacer política por medio de relacio­
nes de largo plazo con las agencias europeas bila­
terales, la Comunidad Económica Europea, las or­
ganizaciones no gubernamentales internacionales 
y como participantes de CIREFCAl'. 

Todas las organizaciones no gubernamentales 
están enfrentando un período de transición rápida, 
pero no todas ellas se adaptarán exitosamente a las 
nuevas condiciones. El grupo de organizaciones 
no gubernamentales de CONCERT ACION ha per­
dido el papel de vocero político de la población 
civil de las zonas conflictivas y enfrenta el reto de 
crear nuevas relaciones con los grupos que benefi-
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cia40
• Las asociaciones de desarrollo del sector pri­

vado también tienen que cambiar para enfrentar 
las nuevas oportunidades. Se espera mucho de la 
comunidad de organizaciones no gubernamentales, 
pues incluso las organizaciones no gubernamenta­
les más "profesionales" no siempre satisfacen las 
expectativas. La Fundación 16 de Enero, la orga­
nización no gubernamental establecida por el 
FMLN para apoyar la reinserción de los comba­
tientes, encontró que FEPADE, un favorito de 
AID, 

no ha sido capaz de desarrollar todos los mó­
dulos de entrenamiento porque carece de la ca­
pacidad instalada necesaria, por lo tanto, está 
retrasando el proceso de entrenamiento, el pa­
go de la manutención y, por lo tanto, la oportu­
nidad para encontrar empleo segur041

• 

3.3. El papel de las organizaciones no guberna­
mentales en el proceso de reconstrucción 

Conspicuas por su ausencia en los primeros 
borradores del plan de reconstrucción nacional, las 
organizaciones no gubernamentales fueron inclui­
das posteriormente como implementadoras de los 
proyectos. El plan de reconstrucción nacional 
identifica cuatro modelos de implementación para 
las organizaciones no gubernamentales: (a) por 
contrato directo con la Secretaría de Reconstruc­
ción Nacional, (b) por contrato con las municipali­
dades, (c) por contrato con la línea ministerial y 
(d) por contrato con otra organización no guberna­
mental42. Esta definición estrecha del papel de la 
organización no gubernamental es aparentemente 
extrafia a la que se encuentra en los acuerdos de 
paz los cuales, reconociendo la prioridad de la ac­
tividad de estas organizaciones, piden al Programa 
de Naciones Unidas para el Desarrollo cooperar 
con el gobierno "armonizando el plan (de recons­
trucción nacional) con las actividades de las orga­
nizaciones no gubernamentales comprometidas 
con las actividades de desarrollo local y regio­
nal"43 (el énfasis es del autor). 

La Secretaría de Reconstrucción Nacional con-
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fía en la participación de la organización no gu­
bernamental en las actividades de reconstrucción. 
Según el infonne anual de 1992, el sector de orga­
nizaciones no gubernamentales implementó 19 
proyectos, valorados en 87 millones de colones, 
equivalentes al 37.89 por ciento del dinero gastado 
en la fase de contingencia44

• A partir de este dato, 
la Secretaría de Reconstrucción Nacional concluye 
que sus esfuerzos para promover una participación 
amplia y para descentralizar el proceso de decisión 
han sido exitosos. 

Un examen más cuidadoso del portafolio de 
organizaciones no gubernamentales de la Secreta­
ria de Reconstrucción Nacional muestra tenden­
cias preocupan tes. Dos organizaciones no guber­
namentales estadounidenses gastaron el 70 por 
ciento del dinero canalizado por esta clase de or­
ganizaciones: 45 millones de colones fueron asig­
nados a CREA para un proyecto, cuyo propósito 
era distribuir bienes caseros a los combatientes del 
FMLN; otros 15 millones de colones fueron desti­
nados a un fondo para un crédito rotativo maneja­
do por Catholic Relief Services. El entrenamiento 
supuso 11 millones de colones, asignados predo­
minantemente a organizaciones tales como 
FEPADE y FUSADES, aunque con una participa­
ción menor de REDES, un miembro de CONCER­
TACION4s. COMCORDE, una organización no 
gubernamental que promueve la producción del 
sector privado, recibió 3.5 millones de colones 
para el desarrollo empresarial en la región oriental. 
Otras ocho organizaciones no gubernamentales 
tienen proyectos menores que van de los 20 mil a 
los 3 millones de colones. 

Significativamente, ninguno de estos proyectos 
comprende financiamiento directo para las organi­
zaciones de base con experiencia en las zonas con­
flictivas. Aunque hay oportunidades para ampliar 
las relaciones con las organizaciones no guberna­
mentales enraizadas en la base, la Secretaría de 
Reconstrucción Nacional no las aprovecha. Por 
ejemplo, la Secretaría contrató a FUNDAS AL V A, 
una fundación salvadorefia anti drogas que pro­
mueve la salud mental por medio de la educación 
preventiva sobre el abuso de la droga y el alcohol, 
para llevar a cabo un estudio sociodemográfico de 
la población beneficiaria46

• Al no tener experiencia 
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en las áreas rurales, FUNDAS AL V A subcontralÓ 
a una compafiía privada para hacer la investiga­
ción. La utilidad del informe es limitada por pro­
blemas metodológicos. Muchas de las comunida­
des seleccionadas para ser entrevistadas se nega­
ron a cooperar47• Esta negativa no es un rechazo a 
la reconstrucción, dado que el Comité de Repobla­
dores de Cuscatlán y Cabatias y el Comité de Re­
construcción de Guazapa, dos de los grupos que 
objetaron no participar en la investigación, partici­
pan en el esquema de crédito de Catholic Relief 
Services, fmanciado por AID". 

3.4. La política de AID hacia la participación 
de la organización no gubernamental en el 
proceso de reconstrucción 

AID también informa poseer un portafolio 
sano de organizaciones no gubernamentales que 
trabajan directa o indirectamente en la reconstruc­
ción nacional con sus fondos. Siete organizaciones 
no gubernamentales reciben fondos directamente; 
dieciséis organizaciones no gubernamentales reci­
ben fondos estadounidenses por vía de la Secreta­
ria de Reconstrucción Nacional; veintitrés organi­
zaciones reciben dinero de AID de proyectos de 
Catholic Relief Services financiados por la Secre­
taría misma y otras veintiún organizaciones reci­
ben fondos para trabajar en áreas prioritarias del 
plan de reconstrucción nacional. Dieciocho de las 
organizaciones no gubernamentales enlistadas son 
consideradas "afiliadas al FMLN"49. 

La variedad de organizaciones no gubernamen­
tales sugiere un trato equitativo, pero este no es el 
caso. De hecho, todas las organizaciones no gu­
bernamentales con financiamiento directo de AID 
son o de nacionalidad estadounidense o asociacio­
nes de desarrollo del sector privado. El contrato 
directo con estas organizaciones no gubernamenta­
les empezó antes que la reconstrucción nacional. 
No existen relaciones directas de financiamiento 
entre AID y las organizaciones no gubernamenta­
les de CONCERT ACION que trabajan en las anti­
guas zonas conflictivas, y AID no tiene planes 
para aumentar la cantidad de organizaciones no 
gubernamentales financiadas directamente. Los 
funcionarios de AID dicen que ésta no tiene capa­
cidad para enfrentar la carga adicional que el 
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fmanciamiento directo de los proyectos de las or­
ganizaciones no gubernamentales podría provocar, 
que el fmanciamiento directo crea dependencia de 
AID Y que al canalizar los recursos para las organi­
zaciones no gubernamentales por medio de la Secre­
taria de Reconstrucción Nacional, los grupos salva­
doreflos tienen que aprender a tratar unos con Ob'OS 

en vista a resolver los problemas salvadoreflos y, 
fmalmente, se advierte que AJO no puede fmanciar 
cuando los grupos carecen de personería jurídi~. 

Se han creado proyectos paragua para conse­
guir cantidades pequeftas de dinero de AID para 
laz zonas conflictivas. El más exitoso es el pro­
yecto de crédito y asistencia técnica agrícola de 
Catholic Relief Services, que canaliza 15 millones, 
de colones de la Secretaría de Reconstrucción Na­
cional a 7,500 campesinos por medio de 23 orga­
nizaciones salvadoreñas no gubernamentales. El 
proyecto de Catholic Relief Services es el único 
proyecto de AJO y de la Secretaría de Reconstruc­
ción que apoya los proyectos de las organizacio­
nes no gubernamentales que trabajan para reac­
tivar la economía campesina en las antiguas zonas 
conflictivas, aun cuando AID ha priorizado las ne­
cesidades productivas de los campesinos producto­
res~l. 

Las actividades de Catholic Relief Services re­
sultan comparativamente más favorables que las 
del Banco de Fomento Agrícola, que también ope­
ra con fondos estadounidenses por medio de un 
programa de crédito agrícola. En 1992, este banco 
otorgó 6,450 créditos por 2.6 millones de dólares 
aproximadamente en municipalidades cubiertas 
por el plan de reconstrucción nacional~2. El éxito 
de Catholic Relief Services se debe, en parte, al 
acceso proporcionado por grupos como Progreso, 
PADECOES, ADECOSAL y CRG, los cuales son 
parte de la clientela de base de CORDES, 
FAS TRAS , REOES y FUNSALPRODESE res­
pectivamente. La extensión con la cual el proyecto 
de Catholic Relief Services se considera un éxito 
-y sus virtudes son ensalzadas en todas las re­
uniones por los funcionarios de AJD- es también 
un endoso implícito de la capacidad de los grupos 
de ayuda humanitaria para transformarse a sí mis­
mos en organizaciones de desarrollo. El proyecto 
de Catholic Relief Services, por lo tanto, refuta 
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con evidencia práctica sólida la opinión de los 
funcionarios de AJO, citada en el informe de la 
Oficina de Contabilidad General de 1992, de que 
las organizaciones comunitarias de base "afIliadas 
al FMLN" Y las organizaciones no gubernamenta­
les creadas para atender necesidades de corto pla­
zo son incapaces para asumir el desarrollo de lar­
go plazo fmaneiado por AJ~3. 

Existen problemas con el objetivo del proyecto 
de Catholic Relief Services. Otorgar crédito a los 
campesinos estimula el resurgimiento de la agri­
cultura. Pero se dispone de muy poco dinero y la 
cantidad asignada difícilmente podrá financiar una 
actividad sostenida. Los proyectos del Banco de 
Fomento Agropecuario y de Catholic Relief 
Services combinados no llegan a comprender 15 
mil campesinos, cuando se estima que 400 mil fa­
milias necesitan crédito agrícola. Más aún, las de­
mandas administrativas de corto plazo impiden la 
consideración de una política más amplia. Más 
que buscar maneras para reproducir el proyecto 
modelo, AID ha tendido a micro dirigir. En conse­
cuencia, Catholic Relief Services emplea tres con­
tadores para cumplir con los requerimientos adi­
cionales de contabilidad. para mejorar el desempe­
ño de los grupos más débiles que participan en el 
proyecto y para cumplir con las demandas de AID, 
la Secretaría de Reconstrucción Nacional y el Se­
cretariado Técnico de Financiamiento Externo del 
Ministerio de Planificación, que también emplean 
auditores para trabajar en el proyecto de Catholic 
Relief Services. 

3.5. Los retos futuros para AJD 

La política de AID de anatematizar una parle 
del sector de organizaciones no gubernamentales 
por trabajar con la población civil de las zonas 
conflictivas es redundante. Para promover la re­
construcción, la problemática debe ser colocada en 
un contexto de desarrollo más que en uno político. 
Existe evidencia de que AID, presionada por Was­
hington, ha cambiado sus prácticas y las de la Se­
cretaría de Reconstrucción Nacional. La evolución 
de las relaciones de la Secretaría con la organiza­
ción no gubernamental del FMLN. la Fundación 
16 de Enero, es un buen ejemplo de esto. Esta 
fundación inicialmente informó que sus relaciones 
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con la Secretaría eran difíciles. El acceso y el es­
pacio para discutir la política eran limitados, y la 
Secretaría justificó la puerta "cerrada" argumen­
tando que sus manos estaban atadas por AID. La 
mejora de estas relaciones comenzó a mediados de 
1992, con el cambio de actitud percibido en AID, 
atribuido a la campaña presidencial de Estados 
Unidos, en ese entonces en marcha. AJO empezó a 
tener contacto directo con la Fundación 16 de 
Enero y el director de la misión, acompañado de 
sus funcionarios y sin la compañía del personal de 
la Secretaría de Reconstrucción Nacional, visitó 
las concentraciones del FMLN. Al mismo tiempo, 
los términos del compromiso con la Secretaría se 
alteraron significativamente y la condicionalidad 
de AJO atribuida a un programa de heridos de 
guerra aseguró que éste fuese discutido priori­
tariamente entre la Fundación y la Secretaría y 
ambas presentaron una propuesta conjunta54

• 

A pesar de las mejoras en las actitudes hacia 
las organizaciones no gubernamentales, la Secreta­
ría de Reconstrucción Nacional y AID perdieron 
una oportunidad para relacionarse con estas orga­
nizaciones con acceso enorme a las poblaciones 
beneficiarias. Las consecuencias de un contacto li­
mitado con las organizaciones no gubernamentales 
de base en la fase de contingencia son aparentes 
en cuanto el plan de reconstrucción nacional se 
orientó hacia programas sociales y económicos de 
mediano plazo. Los funcionarios de AJD enfrentan 
un dilema real cuanto tratan de conciliar dos crite­
rios de conducta esencialmente incompatibles. Por 
un lado, se sienten obligados a aplicar criterios es­
trictos de contabilidad financiera al escoger a sus 
contrapartes, pero, por el otro lado, tienen instruc­
ciones del Congreso para apoyar la reconciliación 
nacional y la reconstrrucción según los acuerdos de 
paz y para trabajar estrechamente con las organiza­
ciones nacionales no gubernamentales expertas en 
atender las necesidades básicas de los pobres55

• 

La fase de contingencia presentó pocos proble­
mas en cuanto a cumplir con las demandas presen­
tadas. Las contrapartes estadounidenses como 
CREA, eran adecuadas para organizar la distribu­
ción de la ayuda de emergencia a los ex comba­
tientes del FMLN. El segundo año de reconstruc­
ción presenta un reto mucho más difícil, dado que 
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AID tiene que reproducir el tipo de programa de­
sarrollado por Catholic Relief Services en vista a 
canalizar cantidades de dinero significativas a la 
población beneficiaria del plan de reconstrucción 
nacional. AID llevó a cabo su predicamento con 
iniciativas para promover relaciones directas efec­
tivas entre las organizaciones no gubernamentales 
y la Secretaría de Reconstrucción Nacional. A fi­
nales de 1992, bajo los auspicios de AJO, COR­
DES, que pertenece a CONCERTACION, empezó 
a discutir con la Secretaría sobre un programa de 
alimentos por trabajo y la adquisición de maquina­
ria e instrumentos para limpiar las propiedades 
enmontadas en la parte sur del departamento de 
San Vicente. La aprobación del proyecto a media­
dos de 1993 es considerada por los funcionarios 
de las organizaciones no gubernamentales como un 
precedente significativo que puede implicar el reco­
nocimiento por parte de AJO de la importancia de 
las organizaciones relacionadas con la base para el 
desarrollo de los departamentos ex conflictivos56

• 

4. La reconstrucción y el desarrollo municipal 

4.1. Los antecedentes 

En contraste con las políticas irresolutas sobre 
las organizaciones no gubernamentales, AJD y la 
Secretaría de Reconstrucción Nacional han sido 
claras sobre la importancia de la contribución mu­
nicipal a la reconstrucción. El programa "Munici­
palidades en acción" con mecanismos diseñados 
para trabajar de manera descentralizada y 
participativa se ha convertido en el núcleo del pro­
grama del plan de reconstrucción nacional. Creado 
en 1986 por AID, "Municipalidades en acción" 
promovió la infraestructura básica de desarrollo en 
áreas de influencia del FMLN durante la guerra, 
cuando los programas alternativos habían fracasa­
do en conseguir apoyo para el gobierno. El progra­
ma "Municipalidades en acción" utiliza la revisión 
del Código Municipal de 1983 que estipula que las 
municipalidades convoquen a cabildo abierto al 
menos una vez cada tres meses, donde los habitan­
tes de la localidad proponen proyectos y cuestio­
nan a los dirigentes electos sobre asuntos locales. 
Los cabildos abiertos son críticos para el programa 
"Municipalidades en acción", dado que los pro-
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yectos deben ser discutidos en el cabildo abierto 
para ser. elegibles para financiamiento. La selec­
ción actual de los proyectos, sin embargo, sigue 
siendo aún una prerrogativa del alcalde y del con­
cejo municipal, sujeta a la aprobación de 
CONARN7. Los arquitectos de "Municipalidades 
en acción" justifican esta forma de proceder como 
la única manera para enfrentar la gran cantidad de 
proyectos presentados que se reciben en los cabil­
dos abiertos cuando por lo general superan la can­
tidad de los recursos disponibles. 

Los criterios para elegir los proyectos están 
descritos en el manual de operaciones. Este ma­
nual, desarrollado por AID, no sólo establece un 
techo para el costo de cada proyecto individual, 
sino que también establece siete áreas, de más a 
menos importantes, prioritarias para los proyectos. 
Estas áreas son las siguientes: carreteras de acceso 
y reparación de las mismas, construcción y repara­
ción de escuelas, construcción y reparación de 
centros de salud, agua potable yaguas servidas, 
construcción y reparación de edificios municipa­
les, electrificación y construcción de casas comu­
nales. El Cuadro 1 muestra el impacto combinado 
de los estrechos criterios de los proyectos y el 
control del alcalde sobre la selección de los pro­
yectos por el tipo de implementación de proyec­
tos, en el período comprendido entre mayo de 
1989 y junio de 199OSs. 

Cuadro 1 
Tipo de proyectos financiados por 

"Municipalidades en acción" 
Junio de 1989-mayo de 1990 

Sector NQ de proyectos % del total 

Carreteras 466 37 
Reparación de escuelas 307 24 
Electricidad 165 13 
Agua-alcantarillas 142 11 
Casas comunales 79 6.2 
Edificios municipales 77 6.0 
Centros de salud 35 2.7 

Total 1,271 99.9 

Fuente: CONARA, Memoria, junio de 1989-mayo de 
1990. 

¿LA RECONSTRUCCION DE EL SALVADOR? 

Lo más importante ha sido la construcción de 
carreteras y la reparación de las escuelas. Juntos, 
estos dos tipos de proyecto significaron más del 
60 por ciento de los proyectos completados. Por el 
contrario, los proyectos relacionados con salud -
que comprenden agua potable yaguas servidas y 
la reparación de centros de salud--'- representaron 
menos del 15 por ciento de los proyectos de "Mu­
nicipalidades en acción". 

Como resultado del éxito percibido de "Muni­
cipalidades en acción", en relación con otras acti­
vidades de CON ARA, en cuanto a promover el 
desarrollo comunitario y el control local sobre los 
asuntos comunitarios, el programa se extendió 
eventualmente a todas las áreas del país, excepto a 
aquellas controladas por el FMLN y se convirtió 
en un componente crítico de la estrategia de AID 
para promover la descentralización del gobierno. 
Aunque "Municipalidades en acción" ha apoyado 
más de 5,800 proyectos pequeños de obras públi­
cas desde 1989, los funcionarios de AID lo consi­
deran más que un programa de "ladrillos y morte­
ro". Como programa participativo de desarrollo, 
también se considera que ha tenido un impacto 
significativo en los procesos democráticos y en las 
actitudess9• 

4.2. El impacto de "Municipalidades en ac­
ción" en el plan de reconstrucción nacional 

El informe de 1992 de la Secretaría de Recons­
trucción Nacional muestra que los gobiernos mu­
nicipales implementaron 1,066 proyectos de infra­
estructura con un costo de 103 millones de colo­
nes, equivalentes al 44.8 por ciento del dinero em­
pleado durante la fase de contingencia. En térmi­
nos del número de proyectos y del total del dinero 
gastado, "Municipalidades en acción" es el pro­
grama de reconstrucción más grande y la piedra 
angular de la respuesta gubernamental para la re­
novación nacional. En la actualidad, el programa 
"Municipalidades en acción" tiene dos componen­
tes: un programa regular con el mismo nombre y 
un programa especial en conjunto con el plan de 
reconstrucción nacional con fondos adicionales 
para las 115 municipalidades que participan en di­
cho plan. A pesar del cambio experimentado en el 
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momento político, los siete sectores prioritarios 
identifICados en el manual operativo de "Munici­
paliades en acción" siguen siendo los mismos. El 
detalle de los proyectos apoyados en 1992 aparece 
en el Cuadro 2. 

Cuadro 2 
Proyectos de ''Municipalidades en acción" 

fmanciados por la Secretaría de Reconstrucción 
Nacional en 1992 

Sector NV % 
de proyectos % del total 

ConsL-rep. carreteras 545 51 
ConsL-rep. escuelas 227 21 
Const-.rep. alcaldías 103 9.6 
Electricidad 83 7.8 
Agua potable 39 3.6 
Rep. centros de salud 33 3.1 
Casas comunales 21 2.0 
Otros 15 1.4 

Total 1,066 99.5 

Fuenle: Secretaría de Reconstrucción Nacional (1992), 
Plan tk reconstrucción naciofUJ/: informe de 
avance. 

Las conclusiones que pueden derivarse de una 
comparación de los dos cuadros es que así como 
el número de proyectos de construcción y repara­
ción de carreteras se incrementa significativa­
mente, también experimenta aumento el número 
de proyectos para construir edificios municipales. 
Al mismo tiempo, la importancia de las activida­
des relacionadas con la salud -la reparación de 
los centros de salud y los proyectos de agua pota­
ble- ha disminuido drásticamente. Dos asuntos 
interrelacionados surgen a partir de estas conclu­
siones. En la medida en que la reconstrucción ha 
llegado a equipararse con la reparación de carrete­
ras, la construcción de éstas y de los edificios mu­
nicipales lleva a preguntarse si los cabildos abier­
tas son el mecanismo más adecuados para deter­
minar las prioridades de reconstrucción comunita­
ria. 

4.3. La reforma de los cabildos abiertos 

Quienes critican el mecanismo del cabildo 
abierto para defmir las prioridades de los proyec­
tas comunitarios argumentan que para satisfacer 
las demandas del proceso de reconstrucción dicho 
mecanismo necesita ser reformado. El cuestio­
namiento de la participación y el'control comuni­
tarios sobre la selección del proyecto y su imple­
mentación provocó respuestas inmediatas. Reac­
cionando a las críticas, la Secretaría de Recons­
trucción Nacional, con el apoyo de AIO, introdujo 
innovaciones "desde arriba" en el modelo de desa­
rrollo de "Municipalidades en acción". Los cam­
bios constitucionales a los cabildos abiertos permi­
ten a actores de fuera con interés en el desarrollo 
de una municipalidad específica participar en di­
chos cabildos ampliados. Estos han sido presenta­
dos como el mecanismo para que la organización 
no gubernamental y la organización comunitaria 
de base participen en la reconstrucción a nivel mu­
nicipal. Sin embargo, la evidencia disponible su­
giere que la implementación de la medida depende 
en gran medida de la disposición de cada alcalde. 
Al carecer de las instrucciones apropiadas, los al­
caldes con frecuencia excluyen a las organizacio­
nes no gubernamentales, puesto que éstas no son 
percibidas como actores legítimo del desarrollo. 
Su respuesta está relacionada con su no disponibi­
lidad para tomar la iniciativa y reconocer a las or­
ganizaciones no gubernamentales cuando tanto la 
Secretaría de Reconstrucción Nacional como AIO 
siguen decidiendo quiénes son lo que ellas llaman 
los "actores legítimos". El caso de Berlín (Usulu­
tán) ilustra este punto. Aunque el alcalde invita a 
la Cruz Roja a los cabildos abiertos, tres organiza­
ciones de base con oficinas en la ciudad y otras 
tres organizaciones comunitarias de base con sede 
en San Salvador que trabajan en las áreas rurales 
de la municipalidad no son invitadas60

• 

Dos nuevos comités para implementar los pro­
yectos municipales se han creado con el propósito 
de fortalecer la capacidad del alcalde para 
implementar proyectos al mismo tiempo que au­
mentan su contabilidad social. Los comités de 
controlaría son comités de cinco personas selec-
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cionadas en los cabildos abiertos para monitorear 
la implementación de los proyectos. Los comités 
técnicos intentan aconsejar a los alcaldes sobre la 
disponibilidad y el precio de los materiales de 
construcción. Los miembros del comité técnico, 
debido a la necesidad de tener conocimiemos es­
pecíficos, son por 10 general funcionarios del go­
bierno local, trabajadores de organizaciones no 
gubernamentales o representantes del sector priva­
d061

• 

A pesar de estas innovaciones, en la práctica, 
pocos comités técnicos y de controlaría se han es­
tablecido. La Secretaría de Reconstrucción Nacio­
nal no supervisa su creación ni su eficacia62. De 
forma similar, los funcionarios de AID no comen­
tan su contribución al modelo de "Municipalida~ 
des en acción". Sin embargo, los funcionarios na­
cionales de las organizaciones no gubernamentales 
concluyen que los nuevos comités no han dado 
resultad06J. 

Los funcionarios nacionales de estas organiza­
ciones también piensan que hay que prestar la 
misma atención al proceso de decisión del proyec­
to como a supervisar su implementación. Los ca­
bildos abiertos ampliados, por ejemplo, no propor­
cionan a las comunidades locales el poder para de­
cidir sobre la prioridad de los proyectos. Están di­
señados sólo para aumentar el número de organi­
zaciones comprometidas en elaborar la lista de 
proyectos para que después el alcalde decida sobre 
las prioridades. Este proceso no es nada satisfacto­
rio. Por ejemplo, grupos locales de San José Las 
Flores (Chalatenango) dicen que la comunidad lo­
cal idemificó sus necesidades prioritarias: agua 
potable, higiene, salud y educación. Sin embargo, 
estos grupos protestaron ante los representantes de 
las organizaciones no gubernamentales porque el 
alcalde ignoró sus deseos y en lugar de eUos arre­
gló una pequeña sección de la carretera64

• 

4.4. El regreso de los alcaldes exilados a las zo­
nas conflictivas 

Los problemas asociados con la creación de 
mecanismos para construir consensos sobre las 
prioridades de la reconstrucción local son más 
agudos en las municipalidades de las áreas ex con­
flictivas. Aparte de la fórmula trabajada por 

¿LA RECONSTRUCCION DE EL SALVADOR? 

ONUSAL para permitir a los 44 alcaldes en el exi­
lio de seis departamemos regresar a sus respecti­
vas municipalidades, surgieron tensiones alrededor 
de la planificación participativa. La fórmula de 
ONUSAL es importante dado que resolvió la dis­
puta entre el gobierno y el FMLN sobre la rela­
ción apropiada entre los gobiernos municipales y 
las comunidades de base. En los ochenta, los gru­
pos comunitarios se hicieron cargo de los servicios 
locales en muchas áreas. Después del final de la 
guerra, el FMLN exigió un papel para los grupos 
comunitarios en los asuntos municipales. Cuando 
el FMLN rechazó permitir el regreso de los alcal­
des, el gobierno respondió no concediendo 
financiamiento a proyectos en áreas donde no hu­
biesen funcionarios electos (aunque una cláusula 
de excepción permitió financiar proyectos destina­
dos a satisfacer necesidades urgentes o humanita­
rias)6s. Consecuentemente, estas políticas dejaron 
al 40 por ciento de las municipalidades del plan de 
reconstrucción nacional fuera de los planes del go­
bierno. 

El acuerdo negociado por ONUSAL tiene cua­
tro objetivos: (a) la normalización de la vida 
institucional en las zonas conflictivas, (b) la ini­
ciación de las actividades de reconstrucción, (c) la 
reconciliación de las comunidades afectadas por la 
guerra y (d) la participación comunitaria en la vida 
municipal66

• Este acuerdo forzó concesiones sobre 
los mecanismos para promover la participación 
comunitaria. A cambio de permitir el desarrollo 
normal de las actividades municipales, el FMLN 
consiguió que los alcaldes se comprometieran a 
respetar el trabajo de las organizaciones no guber­
namentales establecidas y a legalizarlas pronto67

. 

El acuerdo también introduce cambios impor­
tantes en el cabildo abierto. Dos estructuras comu­
nitarias nuevas reconocen la importancia de la 
contribución de una participación comunitaria am­
plia. El comité clave a nivel municipal es la comi­
sión de desarrollo y reconstrucción, creado 
significativamente dentro de la estructura del Có­
digo Municipal. Su responsabilidad es tomar las 
prioridades idemificadas por los cabildos abiertos 
y trabajarlas para convertirlas en proyectos de de­
sarrollo aceptable. Aunque el alcalde es el presi­
dente del comité, éste se integra a partes iguales 
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por los miembros del concejo municipal y por 
miembros electos popularmente en un cabildo 
abierto. Con esta representación más amplia, las 
comisiones de desarrollo y reconstrucción deben 
tomar sus decisiones por consenso. Tienen autori­
dad para pedir a los concejos municipales convo­
car a cabildo abierto más regularmente que lo esti­
pulado en el Código Municipal y también tienen 
poder, importante en una sociedad rural, para pe­
dir que el cabildo abierto tenga lugar en los canto­
nes, fuera del centro municipal. 

Las comisiones de desarrollo y reconstrucción 
deben monitorear la implementación de los pro­
yectos en estrecha cooperación con los comités de 
contraloría social, el segundo de los comités nue­
vos, elegido para supervisar la implementación de 
un proyecto específico. Además, para asegurar la 
armonía entre los planes de desarrollo municipal, 
los recursos disponibles y las áreas prioritarias del 
plan de reconstrucción nacional, los representantes 
de la Secretaría de Reconstrucción Nacional y las 
agencias de los proyectos en marcha pueden asistir 
a los cabildos abiertos como miembros sin voto. 

La idea fundamental detrás de las comisiones 
de desarrollo y reconstrucción es que éstas admi­
nistrarían todas las actividades de reconstrucción 
municipal. Algunos funcionarios de ONUSAL que 
participaron en la negociación del regreso de los 
alcaldes ahora están preocupados por las intencio­
nes del gobierno en cuanto a mantener el espíritu 
del acuerdo68

• Existen indicios de que el gobierno 
hace una distinción entre el dinero canalizado por 
medio de la Secretaría de Reconstrucción Nacio­
nal y los fondos canalizados por CONARN9. Im­
plícitamente, esta distinción significa que las co­
misiones de desarrollo y reconstrucción sólo con­
trolan proyectos financiados por la Secretaría, 
mientras que los proyectos financiados por 
CONARA son administrados por el alcalde junto 
con los funcionarios de esta última. Los funciona­
rios de las organizaciones no gubernamentales de 
base, que son las que debieran beneficiarse más 
con la creación de las comisiones de desarrollo y 
reconstrucción, informan de un aumento de la pre­
sencia de representantes de CONARA a nivel lo­
cal y temen que las condiciones en las cuales AJO 
está entregando nuevos fondos aumentarán aún 

más el papel de los alcaldes, en cuanto a tomar la 
decisión clave y a ser el actor principal en la im­
plementación a expensas de los comités de desa­
rrollo y reconstrucción70

• 

4.5. La experiencia del comité de reconstruc­
ción de Suchitoto 

Al discutir la reconstrucción es importante re­
flejar cómo los salvadorei'ios pobres han respondi­
do a los retos del proceso. Una guerra civil que 
transformó fundamentalmente las relaciones de 
poder en las áreas rurales creó espacios para ma­
neras nuevas de hacer las cosas a nivel local. La 
Guardia Nacional y la Policía de Hacienda que sir­
vieron para restringir el desarrollo rural y para 
controlar las organizaciones campesinas han sido 
desmovilizadas. En la actualidad, hay libertad de 
organización, de asociación y de expresión. En es­
tas circunstancias es razonable esperar que los sal­
vadorei'ios tomarían ventajas de las nuevas oportu­
nidades. Este es el caso especial de los refugiados 
repatriados y de los desplazados, quienes a pesar 
de sus antecedentes campesinos, dominaron la po­
lítica de las asistencia humanitaria internacional 
cuando insistieron en su derecho para regresar a su 
casa a pesar de la oposición implacable del Alto 
Comisionado de Naciones Unidas para los Refu­
giados, de la Fuerza Armada y de los gobiernos 
estadounidense y salvadorei'io. 

El comité de reconstrucción de Suchitoto es un 
ejemplo de muchas de las razones de por qué no 
han surgido maneras nuevas para trabajar dentro 
de la estructura de desarrollo municipal. Suchitoto 
es un pueblo mercado pequei'io, ubicado en el cen­
tro de una zona agrícola interior, típico de muchos 
pueblos de El Salvador. Durante toda la guerra 
hubo un cuartel del ejército en el pueblo. Aunque 
estuvo en estado de sitio permanentemente con sus 
áreas próximas en conflicto implacable, Suchitoto 
nunca fue controlado por el FMLN. En las elec­
ciones de 1989, el candidato de ARENA fue elegi­
do alcalde. No obstante, antes de concluir la gue­
rra. diversos grupos locales, incluido el FMLN, 
estuvieron en contacto a propósito de una variedad 
diferente de temas relacionados con el desarroll071

• 

En Suchitoto, las primeras discusiones sobre la 
recuperación de postguerra fueron intensas y esti-
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mularon ]as energías locales. Como resultado de 
las visitas de los funcionarios de la embajada de 
Estados Unidos, facilitadas por las proximidad de 
Suchitoto a San Salvador, las comunidades locales 
se animaron a creer que relaciones creativas sobre 
los problemas de la reconstrucción serían posi­
bles72

• El comité de reconstrucción de Suchitoto, 
surgido desde la base, fue el primer ejemplo de 
una manera nueva de trabajo. El comité surgió de 
las discusiones locales más que impuesto desde 
arriba por un acuerdo negociado nacionalmente. 
Prometió incluir a todos los sectores locales, in­
cluyendo al FMLN, permitiendo una participación 
amplia en la reconstrucción municipal. 

Sin embargo, el experimento de Suchitoto no, 
satisfizo las expectativas. Su fracaso se puede atri­
buir al cambio de mentalidad de la Secretaría de 
Reconstrucción Nacional, la cual, inicialmente 
animó, pero después se opuso a la creación de co­
mités de reconstrucción73• Este cambio de posición 
estaba relacionado con el temor de que ARENA 
perdiera el control sobre las estructuras locales del 
partido. La orquestación de la presión política 
contra la iniciativa de reconstrucción y la destitu­
ción del alcalde de Suchitoto de su posición como 

¿LA RECONSTRUCCION DE EL SALVADOR'? 

secretario general del partido en la localidad, hi­
cieron entender a otros alcaldes los costos políti­
cos y personales del ejercicio de la autonomía. 
Más aún, el contexto político nacional no era pro­
picio para las iniciativas locales, especialmente 
por las relaciones tensas entre el gobierno y el 
FMLN a causa de las negociaciones que tenían lu­
gar para el retomo de los alcaldes a las municipa­
lidades de las zonas conflictivas. 

La experiencia de Suchitoto envió una seftal 
clara en cuanto a que las iniciativas independien­
tes podrían aumentar los problemas políticos al 
mismo tiempo que reducfan el acceso a los reclD'­
sos. Aunque algunas comunidades locales conti­
núan demandando la constitución de comités de 
reconstrucción amplios, los alcaldes se siguen 
oponiendo implacablemente a cualquier movi­
miento en esta dirección. Por ejemplo, los dirigen­
tes del grupo comunitario de Tecoluca informan 
que el alcalde cita la experiencia negativa de 
Suchitoto como justificación de su postura contra 
un comité de reconstrucción -una admisión que 
merece cierto respeto, dado que "al menos es ho­
nesto sobre sus razones"74. 

El final del conflicto prometió la apertura de 
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espacio para que las organizaciones de la sociedad 
civil tuvieran un papel activo e innovador en pro­
mover proyectos de reconstrucción llevados por 
los beneficiarios. El fracaso de esta iniciativa pue­
de atribuirse en gran medida a la incapacidad de 
"Municipalidades en acción" para mejorar su re­
putación como programa de desarrollo partici­
pativo. Las reformas introducidas en "Municipali­
dades en acción" para ampliar sus mecanismos 
consultivos y decisorios no obedecen a los impe­
tus del gobierno, sino que fueron forzadas por las 
presiones externas. Las maneras nuevas de traba­
jar fueron socavadas por el desmedido deseo gu­
bernamental para regular la reconstrucción muni­
cipal. Resultado de esto ha sido el cierre del espa­
cio para las organizaciones de la sociedad civil. 
Mientras esto ocurría, sin embargo, se abrieron 
oportunidades para que la Fuerza Armada partici­
para en la reconstrucción con el apoyo tácito del 
gobierno. La sección siguiente trata de la transfor­
mación de la Fuerza Armada y el papel que se ha 
asignado a sí misma en la reconstrucción. 

5. La Fuerza Armada, la reconstrucción y el 
desarrollo 

5.1. La transformación de la Fuerza Armada75 

La reforma constitucional de 1992 y los acuer­
dos de paz establecieron la estructura para la 
transformación de la Fuerza Armada. Las refor­
mas constitucionales de 1992 redefinen su misión 
y establecen su subordinación a las autoridades 
constitucionales. El artÍCulo 212 declara que "la 
misión de la Fuerza Armada es la defensa de la 
soberanía del Estado y la integridad de su territo­
rio" y le quita las funciones de seguridad interna. 
Los acuerdos de paz elaboran más el principio bá­
sico para orientar la nueva misión de la FuerLa 
Armada, específicamente excluyéndola de la parti­
cipación en el desarrollo social y económico, que 
son considerados responsabilidad de otros sectores 
de la sociedad y del Estado76

• 

Otros factores significativos entraron en juego 
en 1992. Se redujo el tamaño del ejército. El nú­
mero de la tropa disminuyó de 63 mil, durante la 
guerra, a 31 mil, en un año, cuando en realidad se 
había previsto que esta reducción tuviese lugar en 
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un período de dos años'n. Sin embargo, las fuerzas 
regulares siguen siendo sustancialmente tan gran­
des como en 1979, en vísperas de la guerra civil, 
cuando el ejército regular, la fuerza aérea y la ma­
rina contaban con 9 mil hombres en servicio, la 
Guardia Nacional tenía 2,500 miembros y la Poli­
cía de Hacienda, miF8

• Además de la desmovili­
zación del FMLN, las relaciones de El Salvador 
con sus vecinos han mejorado poco a poco, sobre 
todo al solucionarse las disputas fronterizas con 
Honduras que venían desde la guerra del fútbol en 
1969. En suma, El Salvador no enfrenta ningún 
enemigo identificable en su patio trasero ni en su 
propia casa. 

5.2. La Fuerza Armada y el plan de recons­
trucción nacional 

La Fuerza Armada jugó un papel central en las 
discusiones donde se decidió la reconstrucción de 
postguerra. Cuando los funcionarios estadouniden­
ses y salvadoreños empezaron a planificar la re­
construcción en julio de 1991, el presidente Cris­
tiani formó un comité técnico que incluía a todo 
su gabinete social y a representantes de la Direc­
ción Nacional de Inteligencia y del Centro de Re­
habilitación Profesional de la Fuerza Armada. 
Luego, los representantes de la Fuerza Armada se 
reunieron semanalmente con los funcionarios del 
Ministerio de Planificación, mientras que los del 
comité técnico sólo se reunían una vez al mes79• 

Resultado de estas consultas intensas fue una 
petición a la comunidad de donantes para que 
comprendieran el dilema del gobierno en cuanto a 
reconciliar el aumento del gasto social para aliviar 
la pobreza con su compromiso con la Fuerza Ar­
mada. La declaración del gobierno en la reunión 
del grupo consultivo, en marzo de 1992, resume la 
situación de la manera siguiente: 

Las asignaciones presupuestarias para los sec­
tores sociales deben continuar aumentando. La 
necesidad de velar por el desarrollo social es 
inmensa ... Por el otro lado, el así llamado "di­
videndo de la paz" no podrá realizarse en el 
corto plazo. En primer lugar, la reducción del 
ejército va a ser gradual. Segundo, será necesa­
rio financiar el proceso de desmovilización así 
como también a las fuerzas nuevas de seguri-
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dad. Tercero, será necesario financiar la trans­
formación de la Fuerza Armada en un modelo 
de paz80

• 

El plan de reconstrucción nacional mismo ads­
cribe a la Fuerza Armada un papel institucional en 
la implementación de la reconstrucción. Esto fue 
confirmado por el gobierno cuando dijo a los do­
nantes, en la reunión del grupo consultivo, en mar­
zo de 1992, que los tres canales para el dinero de 
la reconstrucción serían el gobierno local, los mi­
nisterios y otras agencias gubernamentales y orga­
nizaciones no gubernamentales8

!. Sin embargo, en 
el primer año de reconstrucción surgió la presen­
cia fuerte de la Fuerza Armada en las actividades 
relacionadas con la reconstrucción y el desarrollo. 

5.3. El ejército y el desarrollo municipal 

Sin considerar los acuerdos de paz y las refor­
mas constitucionales, el ejército ha asumido el pa­
pel de la reconstrucción. Esto ha sido facilitado 
por la experiencia de la Fuerza Armada con el 
programa "Municipalidades en acción". Los fun­
cionarios de AID insisten que "Municipalidades 
en acción" está totalmente libre de la presencia 
militar'2. Sin embargo, la situación real es más 
compleja. Existe evidencia que sugiere la partici­
pación de la Fuerza Armada en las actividades de 
desarrollo a nivel municipal. Por ejemplo, el co­
mandante local o uno de los altos oficiales asiste a 
muchos cabildos abiertos por lo general. Esto es 
particularmente así en las poblaciones donde hay 
un cuartel. En Berlín, el alcalde informa que invita 
a los cabildos abiertos a los consejos comunita­
rios, a los maestros, a las instituciones guberna­
mentales y a la Fuerza Armada; asimismo, los 
funcionarios de CONARA y AID asisten como 
observadores83. 

De modo similar, la Fuerza Armada se ha 
comprometido de manera activa en la implemen­
tación de proyectos de obras públicas. De nuevo, 
esto es común en los pueblos con cuartel, donde, 
de lo contrario, gran cantidad de soldados estarían 
desocupados. Por ejemplo, escuadras de soldados 
excavaron zanjas como parte de un programa para 
mejorar la disposición de las aguas servidas en 
Chalatenango, en enero de 199384. Pero la partici-
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pación de la Fuerza Armada no estaba bien coor­
dinada con las otras actividades de reconstrucción, 
pues los residentes locales informan que las calles 
habían sido pavimentadas un mes antes8S

• 

De las entrevistas con los funcionarios altos de 
la Secretaría de Reconstrucción Nacional y de 
CONARA se concluye que es aparente que no se 
ha instruido a los alcaldes, informándoles para que 
no sigan invitando y comprometiendo al ejército 
en los cabildos abiertos. De hecho, estos funciona­
rios piensan lo contrario, que "los militares tienen 
el derecho de estar presentes". Lo justifican ale­
gando que como al FMLN se le permite participar 
en el proceso de reconstrucción también los mili­
tares deben participar, dado que excluirlos sería 
"discriminar en contra de un lado más que del 
otro"86. 

Sin embargo, la construcción de consenso y la 
reconciliación en las bases no es compatible con la 
presencia de la Fuerza Armada en el programa 
"Municipalidades en acción". Con el terror pro­
fundamente enraizado en la sociedad salvadoreña 
a causa de la manera como la Fuerza Armada libró 
la guerra, la participación militar en los cabildos 
abiertos reduce la participación de la sociedad ci­
vil. El único informe sobre las actividades de 
"Municipalidades en acción" después de concluido 
el conflicto concluye que los civiles con frecuen­
cia son intimidados por la presencia de los oficia­
les militares en los cabildos abiertos porque conti­
núan temiendo a los "escuadrones de la muerte"87. 

5.4. El propósito de las actividades de a<;ción 
cívica de la Fuerza Armada 

Enfrentada con la cuestión de qué hacer con 30 
mil hombres y oficiales, la Fuerza Armada ha con­
tinuado con sus programas de acción cívica. La 
acción cívica es una opción institucional atractiva 
porque comprende una serie de actividades que 
pueden ser presentadas como beneficiosas intrín­
secamente. La acción cívica legitima el papel de 
los militares en la sociedad en un momento cuan­
do sus antecedentes durante el tiempo de guerra 
son muy criticados. También proporciona una ra­
zón para el retorno eventual de la Fuerza Armada 
en algunas regiones del país de las cuales estuvo 
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ausente durante la mayor parte de la década de los 
ochenta. 

Los altos oficiales consideran con claridad la 
acción cívica como un componente de su nueva 
misión militar. Las actividades de acción cívica 
fueron parte del paquete de 40 millones de dólares 
de la ayuda militar del año fiscal 1992, presentado 
a los oficiales estadounidenses para su discusión. 
A principios de 1993, el general Ponce y el coro­
nel Rubio expresaron su deseo de que El Salvador 
adoptase el modelo institucional chileno, con su 
énfasis en el profesionalismo, la excelencia y el 
liderazgo a lo largo del entrenamiento y la educa­
ciónll

• El coronel retirado López Nuila, ex director 
de la Policía Nacional y ahora decano de la Uni­
versidad Tecnológica, también ha expresado su 
creencia de que la Fuerza Armada requiere entre­
namiento especializado para prepararse a mejorar 
el papel del ejército en la sociedad civil89

• 

La reconstrucción relacionada con la acción cí­
vica es significativa porque las actividades proyec­
tadas son de carácter nacional y cubren áreas urba­
nas pobres de la capital y comunidades rurale~ en 
las regiones occidental y central. Comprenden una 
gran cantidad de tropas diferentes, incluyendo al 
ejército regular y a las unidades especializadas ta­
les como el batallón de ingenieros y la brigada 
especial de seguridad militar. 

El coronel Jaime Guzmán Morales, comandan­
te del batallón de ingenieros de Zacatecoluca (La 
Paz), dijo a los cadetes que concluían un curso en 
ingeniería civil y militar, en noviembre de 1992, 
que el entrenamiento "prepara al ejército para asis­
tir a la población civil con la construcción de ca­
rreteras, con la construcción de puentes bailey. bo­
degas y toda clase de infraestructura ·pública 
útil''90. La declaración de Guzmán en el sentido de 
que un entrenamiento similar estaba siendo pro­
porcionado en todo el país para preparar al ejército 
a participar en la reconstrucción nacional la con­
firmó el coronel Saldafia, director del C-S, el De­
partamento de acción cívica del ejército y de asun­
tos civiles. Saldaña piensa que la paz proporciona 
la oportunidad para educar a los soldados y para 
emplearlos como alfabetizadores, extensionistas 
agrícolas, promotores de salud y agentes jurídicos 
en la lucha contra las drogas91

• 
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COPREFA, el Departamento de prensa y rela­
ciones públicas del Ministerio de Defensa, pro­
mueve el papel del ejército en la reconstrucción. 
La propaganda nocturna en la televisión a finales 
de 1992 se centró en las actividades alfabetizado­
ras del ejército. Los boletines de prensa de CO­
PREF A colocan la acción cívica "dentro del con­
texto de la reconstrucción nacional". Ejemplos LÍ­

picos son cuatro campañas de acción cívica asumi­
das en la semana del 27 de noviembre de 199292• 

En Cuisnahuat (Sonsonate), los médicos del hospi­
tal de Sonsonate y los soldados del Destacamento 
Militar NQ 6 dieron asistencia médica y dental a 
las comunidades "necesitadas"; la marina trans­
portó bienes para 500 familias de Corral de Mulas, 

. en Jiquilisco (Usulután); la brigada especial de se­
guridad militar proporcionó asistencia médica y 
dental a 600 familias de la Comunidad Ferrocarril 
y Cartografía, en Ciudad Delgado (San Salvador) 
y los ingenieros fueron a la comunidad de San Jo­
sé de la Montaña y en la municipalidad Zacate­
coluca también proporcionaron atención médica y 
dental. 

Otros ejemplos también ilustran el punto. En 
agosto de 1992, la Segunda Brigada anunció la 
donación de equipo y abastecimientos médicos va­
lorados en 40 mil dólares a los centros de salud de 
Chalchuapa y Metapán como parte del programa 
Proyección 200093 • En la ceremonia del 472 ani­
versario del traspaso de la Primera Brigada al 
cuartel San Carlos en San Salvador, en noviembre 
de 1992, el comandante de la brigada, coronel 
Humberto Gómez, dijo a la prensa que el ejército 
estaba dispuesto a intensificar su cooperación con 
los programas comunitarios, incluyendo la 
reforestación, la protección ambiental y el desarro­
llo social94

• En septiembre de 1992, el Centro de 
Instrucción de Transmisiones de la Fuerza Armada 
anunció la campaña "Unidos contra el crimen", di­
rigida a la comunidad 10 de Octubre, en el sur d.e 
San Salvador, en la cual participaron personal mI­
litar y trabajadores sociales, quienes visitaron las 
escuelas locales9s

• 

5.6. ¿Por qué es posible la acción cívica en El 
Salvador ahora? 

La acción cívica de la Fuerza Armada se ha 
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facilitado por factores diversos. El pragmatismo 
de las negociaciones de paz le permitió creer que 
la acción cívica sería a quid pro quo de su acepta­
ción del acuerdo96• Varios actores externos indica­
ron que la acción cívica sería un componente 
aceptable de la misión militar de postguerra. La 
falta de claridad en este tema por parte de Estados 
Unidos animó a la Fuerza Armada a continuar con 
la acción cívica. Durante las negociaciones de paz, 
el Pentágono revirtió una decisión sobre una peti­
ción de entrenamiento de la Fuerza Armada para 
tres batallones de ingeniería, permitiendo even­
tualmente que uno de ellos recibiera entrenamien­
to en Estados Unidos97

• 

Aunque las condiciones del Congreso para la 
ayuda militar del año fiscal 1993 pretenden hacer 
que la Fuerza Armada cumpla con su nueva mi­
sión "tal como está expresada en los acuerdos de 
paz salvadoreños", AID y la misión militar de Es­
tados Unidos en El Salvador, sin'embargo, tienen 
planes para proporcionar a la Fuerza Armada el 
equipo militar sobrante de la Guerra del Golfo -
camiones, equipo para mover tierra, alimentos y 
comida para usarlos en las actividades de recons­
trucción98

• La notificación fue retenida eventual­
mente a principios de 1993 y se decidió negar la 
petición de los camiones, pero otras actividades 
estadounidenses indican que el apoyo para el desa­
rrollo de la Fuerza Armada continúa. El Cuerpo de 
ingenieros del ejército de Estados Unidos colabora 
regularmente con las unidades de la Fuerza Arma­
da en la construcción de aulas99

• Los oficiales mi­
litares estadounidenses también acompañan a sus 
contrapartes de la Fuerza Armada salvadoreña en 
la inauguración de proyectos comunitarios cons­
truidos por esta última 100. 

En abril de 1993, el general Joulwan, jefe del 
Comando Sur, testificó en el comité del senado 
sobre los servicios armados que el Comando Sur 
intenta reforzar el "papel apropiado del ejército en 
una sociedad democrática". Al describir los planes 
para trabajar conjuntamente con la Fuerza Armada 
salvadoreña en actividades de ingeniería y entre­
namiento y el despliegue de 50 ingenieros milita­
res estadounidenses a finales de 1993, como parte 
del ejercicio Fuertes caminos-94, habló de una 
"gran operación de ayuda nacional"IOJ. El propósi-

¿LA RECONSTRUCCION DE EL SALVADOR? 

to de Fuertes caminos-94 no es sólo contribuir a la 
reconstrucción, por medio de "la participación de 
la Fuerza Armada y del personal de obras públicas 
en un ejercicio conjunto y combinado para recons­
truir después del abandono dejado por una década 
de guerra", sino también "fortalecer las institucio­
nes democráticas de El Salvador"J02. 

Las políticas nacionales también han permitido 
que la Fuerza Armada implemente acciones cívi­
cas independientemente de la opinión pública. Las 
leyes que rigen el presupuesto son las mismas de 
principios de la década de los ochenta, las cuales 
clasifican los gastos de la Fuerza Armada como 
secreto. En consecuencia, la Fuerza Armada está 
fuera del control efectivo de la asamblea legislati­
va y no se encuentra sujeta a las prácticas de la 
auditoría externa nuevas que se aplican en la ac­
tualidad a los gastos del sector público lO3

• Por 
ejemplo, las 500 páginas del proyecto de presu­
puesto para 1993, enviado por el ejecutivo a la 
asamblea legislativa, sólo contienen una página en 
la cual se describe el gasto de la Fuerza Armada. 
Tradicionalmente, los miembros de la asamblea 
legislativa no han gozado de la oportunidad para 
cuestionar al ministro de defensa en sus discusio­
nes sobre el presupuesto. Cuando el entonces mi­
nistro de defensa, general Ponce, fue forzado por 
los diputados a presentarse en la asamblea, en oc­
tubre de 1992, se abstuvo de responder en detalle, 
dado que la Fuerza Armada seguía técnicamente 
en guerraJ04. 

Las normas de abastecimiento de la Fuerza Ar­
mada no se ajustan a la estructura regulatoria de la 
Proveeduría General de la RepúblicaJOs . La Fuerza 
Armada no tiene que dar cuenta del material de 
guerra, del equipo especial, ni de las compras de 
transporte. El abastecimiento de maquinaria, equi­
po, repuestos y otro material en el mercado nacio­
nal e internacional está permitido sin autorización 
financiera previa. Los detalles de los gastos de las 
operaciones militares ordenadas por el estado ma­
yor tampoco se encuentran sometidos al escrutinio 
público. 

El no tener que dar cuenta de sus gastos y la 
ralta de transparencia sobre el uso de los fondos 
crean las condiciones para la acción cívica. La 
enorme cantidad de dinero público recibido por el 
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ejército lo hace posible. El presupuesto de 1993 
asigna directamente 866 millones de colones al 
ministerio de defensa, una cantidad mayor 'que la 
asignada al ministerio de salud. Sin embargo, los 
fondos asignados a los bomberos y a la seguridac 
también se encuentra bajo control militar. En 
suma, el ejército administra más de 1.1 millones 
de colones, equivalentes al 15 por ciento del pre­
supuesto de 1993 y más de lo asignado a educa­
ciónlO6

• 

Comparado con el presupuesto de 1992, el de 
1993 muestra una disminución equivalente al 6.5 
por ciento. Sin embargo, sólo dos rubros de gastos 
fueron recortados. El primero, el pago total de sa­
larios disminuyó en 100 millones de colones; esto 
significa que la reducción del número de hombres 
a la mitad sólo ha producido el 13.49 por ciento de 
disminución en los salarios. El segundo, las asig­
naciones para construcción, ampliación y repara­
ción de edificios y la adquisición de muebles y 
equipo ha sido reducida en 1 millón de colones. 
En esta área, donde se esperaban recortes, podría 
haber habido un ahorro enorme si la infraestructu­
ra no hubiese sido mejorada. Por ejemplo, se me­
joró el cuartel del batallón Atlacatl desmovilizado, 
el cual fue un centro de educación para maestros, 
para alojar al batallón de ingenieros. Otros rubros 
del presupuesto de salud, tales como servicios 
logísticos, entrenamiento militar y apoyo adminis­
trativo y técnico para el alto mando muestran in­
cremento en sus asignaciones. 

El viceministro de hacienda justificó el presu­
puesto de la Fuerza Armada argumentando que 
una buena parte del mismo sería usada para pagar 
las indemnizaciones107

• Sin embargo, la reducción 
del tamaño del ejército se llevó a cabo dando de 
baja a soldados, no a oficiales. El sacudirse a los 
reclutas al final de sus dos años de servicio es un 
costo efectivo, dado que éstos no reciben indemni­
zación por despido y beneficios por pensión. Dado 
que la reducción fue completada un año antes de 
lo previsto, no hay razón para esperar grandes pa­
gos en concepto de indemnizaciones en 1993108

• 

Parecería que el gobierno distingue entre re­
ducción de la cantidad de efcctivos de la Fuerza 
Armada y reducción de las actividades militares. 
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Lejos de reducir el tamai'lo del aparato militar, el 
presupuesto aprobado para 1993 promueve su for­
talecimiento en la postguerra. Esto se ve claramen­
te en los recursos gastados en mejorar la infraes­
tructura del batallón de ingenieros. También queda 
demostrado en la decisión, tomada en agosto de 
1992, sobre la Ley del servicio militar obligatorio. 
Pese a las objeciones de los partidos políticos de 
la oposición y de COPAZ, los diputados de ARE­
NA en la asamblea legislativa, apoyados por el 
MAC y el PCN, aprobaron el artículo 10 que per­
mite al ejército abrir 50 centros de reclutamiento 
cuando incluso el ejército reducido tiene más vo­
luntarios de los que necesita en la actualidadlO9• 

5.6. ¿Contribuye la acción cívica a la recons­
trucción y democratización? 

Un presupuesto implícito detrás de la acción 
cívica es que la Fuerza Armada es comparativa­
mente fuerte en cierta clase de actividades de de­
sarrollo. Sin embargo, esto es discutible. Los pro­
yectos de acción cívica son impuestos desde arriba 
invariablemente, sin que la comunidad participe 
de manera plena en el diseiio del programa y en su 
implementación, siendo los beneficiarios recipien­
tes pasivos más que sujetos activos de su propio 
desarrollo. En consecuencia, los proyectos de ac­
ción cívica es muy poco probable que promuevan 
un desarrollo sostenido. De hecho, su imposición 
es antitética a la perspectiva participativa tan bási­
ca en el programa "Municipalidades en acción". 
Más aún, es difícil coordinar la acción cívica con 
las actividades de desarrollo de otras agencias y la 
duplicación es probable, dado que la Secretaría de 
Reconstrucción Nacional y la Fuerza Armada 
apuntan a la misma población beneficiariallo • 

La acción cívica es un medio para controlar a 
los dirigentes independientes de las comunidades. 
La Comisión de la verdad encontró que apoyo 
para el S-2, la sección de inteligencia del ejército, 
fue proporcionado por el S-S, la sección de acción 
cívica de los cuerpos de seguridad en la década de 
1980. Según la Comisión de la verdad, el S-S 
mantuvo "un aparato clandestino para recoger in­
formación acerca de los objetivos políticos de los 
civiles". La Comisión de la verdad concluyó que 
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"el objetivo de esta estructura burocrática era ob­
tener infonnación sobre la preparación de planes 
para la acción directa. que incluía la 'eliminación' 
de individuos"111. 

La acción cívica no es una actividad neutral. 
Las actividades de la acción cívica ocupan un es­
pacio en el desarrollo rural el cual debería estar 
abierto a la sociedad civil. Según el dirigente de 
Convergencia Democrática, Rubén Zamora, la 
Fuerza Armada debería suspender toda acción CÍ­

vica por lo menos durante tres aftos para permitir a 
la sociedad civil crecer. En pocas palabras, su po­
sición es la siguiente: 

Iniciar una nueva etapa en la historia de El Sal­
vador usando patrones antiguos no es positivo.' 
Continuar con la acción cívica durante la etapa 
de transición es probable que sólo recree viejos 
tipos de relación entre la sociedad civil y el 
ejército. El ejército tiene un papel en la socie­
dad, pero debe ser defmido cuando el ejército 
esté totalmente fuera de la sociedad rural 112

• 

Los funcionarios de ONUSAL también opinan 
que a los grupos comunitarios y a las organizacio­
nes no gubernamentales se les debe dar la oportu­
nidad para nevar a cabo sus tareas de reconstruc­
ción sin tener que competir con las actividades de 
la acción cívica113

• La sensibilidad de la situación 
se debe al hecho de que los grupos que ahora con­
testan el espacio considerado por la Fuerza Arma­
da como su reserva son, precisamente, las organi­
zaciones no gubernamentales y las organizaciones 
comunitarias de base que fueron consideradas por 
aquélla como enemigas, porque supuestamente 
eran organizaciones de fachada del FMLN. 

6. 1993: ¿una oportunidad para poner prime­
ro a la gente? 

6.1. Combatir la pobreza y construir la demo­
cracia 

El final de la guerra civil de El Salvador pro­
porciona la oportunidad para atender las necesida-

des sociales acumuladas por la sociedad salvado­
refta, al mismo tiempo que se ponen las bases de­
mocráticas para la estabilidad política En su in­
forme para el grupo consultivo de 1993, el gobier­
no proclamó un comienzo bueno en cuanto a asu­
mir ambos desafíos. Subrayó los cambios en las 
prioridades del presupuesto. El gobierno no sólo 
informó que en el período de 1990-1992, las asig­
naciones ordinarias del presupuesto para educa­
ción y salud habían aumentado en términos reales 
el 5.5 y el 21.1 por ciento respectivamente, sino 
que también describió un cambio en las asignacio­
nes intersectoriales hacia los cuidados de salud 
primarios y hacia la educación primaria También 
se acreditó el incremento de la parte del presu­
puesto extraordinario asignado a los sectores so­
ciales y por la movilización adicional de recursos 
por medio de la promoción del sector privado, las 
organizaciones no gubernamentales y la participa­
ción comunitaria en los sectores sociales114

• 

Al ser el primer presupuesto de un tiempo de 
paz en doce aftos, el presupuesto de 1993 propor­
ciona una mejor comprensión sobre el pensamien­
to del gobierno acerca de la reconstrucción y el 
desarrollo en relación con el gasto socialm . El pre­
supuesto de 1993 muestra que los pasos para apo­
yar las instituciones críticas de la transición demo­
crática todavía no se han dado. Las nuevas institu­
ciones establecidas como la Procuraduría para la 
Defensa de los Derechos Humanos, la Academia 
Nacional de Seguridad Pública y COP AZ están fi­
nanciadas inadecuadamente. Instituciones atadas 
fmancieramente son incapaces de constituir la so­
ciedad de El Salvador de postguerra A manera de 
ilustración, los retrasos en el presupuesto de la 
Procuraduría para la Defensa de los Derechos Hu­
manos significaron que ésta no pudo comprome­
terse en los casos de derechos humanos identifica­
dos por ONUSAL. El procurador eventualmente 
empezó a trabajar a [males de 1992, seis meses más 
tarde de lo planificado, y sólo porque el director 
obtuvo recursos externos116

• Sin embargo, aquí exis­
te un precedente peligroso, pues la incumbencia in-

Ante una opción clara entre el interés público de la mayoría pobre 
y los privilegios de la minoría poderosa de la Fuerza Armada, el gobierno 

ha seguido proporcionando a defensa gastos elevados, pero no justificables. 
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ternacional en financiar los derechos humanos per­
mite al gobierno desviar su responsabilidad en 
cuanto a garantizar el apoyo financiero apropiado. 

Existen situaciones paralelas en cuanto al com­
promiso gubernamental para elevar los gastos de 
los programas sociales. Las asignaciones para los 
sectores salud y educación se incrementaron en 
1993. El gasto del sector salud se incrementó en 
200 millones de colones, mientras que el de edu­
cación se elevó en 117 millones de colones. Sin 
embargo, estos incrementos deben cubrir la rea­
sumpción de servicios en las antiguas zonas con­
flictivas donde se encuentra una enorme propor­
ción de los 800 mil beneficiarios del plan de re­
construcción nacional. 

Existen dudas sobre si los ministerios pueden 
cubrir dicha expansión. Por ejemplo, el presupues­
to de educación puede hacer que las escuelas rura­
les regresen a una situación de sobrepoblación 
aguda. Esta es la implicación de los planes para 
asignar dieciocho maestros al norte de Morazán, 
donde por lo general, el sistema educativo estable­
cido en la zona por los refugiados repatriados de 
la Ciudad Segundo Montes cuenta con 144 maes­
tros preparados y formadores de maestros117

• La 
tasa de analfabetismo de hecho disminuyó durante 
la década de los ochenta, pero ninguno de los 
maestros preparados durante la guerra será em­
pleado probablemente, dado que no tienen una 
formación formal y a que el ministerio no dispone 
del presupuesto necesario para ellos. 

De manera similar, los aumentos en el presu­
puesto de salud siguen significando recortes en 
programas importantes, incluso cuando las instala­
ciones militares son mejoradas y modernizadas. 
En octubre de 1992, PLASABAR, un programa 
rural de salud yagua potable, fue cerrado. Cuando 
cientos de campesinos se manifestaron para pro­
testar por esa decisión ante el Ministerio de Salud, 
el ministro justificó la determinación, no en térmi­
nos de si el programa había tenido éxito o no, sino 
diciendo que el gobierno no tenía dinero para fi­
nanciar el plan. 

Los cambios en los gastos en el sector social, 
sin embargo, se entienden mejor a largo plazo. El 
detalle de los gastos en términos del porcentaje de 

974 

gastos gubernamentales para los cuatro ministerios 
del sector social en el período 1980-1993 se en­
cuentra en el Cuadro 3. 

Cuadro 3 
Gastos del sector social (1980-1993) 

(Porcentaje del presupuesto nacional) 

Sector 1980 1990 1991 1992 1993 

Educación 22.59 16.63 15.16 13.74 14.49 
Salud 10.85 8.86 8.12 7.84 9.56 
Obras públicas 13.21 11.56 10.97 10.47 12.93 
Trabajo y 
seguridad soco 1.13 0.39 0.34 0.28 0.24 

Fuente: Ley del presupuesto, 1980, 1990, 1991, 1992 Y 
1993. 

Este cuadro muestra que los gastos en educa­
ción y salud como un porcentaje de los gastos del 
gobierno han fluctuado desde que Cristiani llegó a 
la presidencia en 1989. Aunque el gasto de salud 
de 1993 es más elevado que el de los tres últimos 
años, el gasto en educación es menor que el de 
1990. Combinando los gastos en salud y educa­
ción de 1993 como una proporción del gasto total, 
el primero será menor que el de 1990. A pesar de 
los aumentos presupuestarios anunciados, el caso 
sigue siendo que El Salvador gastará menos de su 
presupuesto en salud y educación en 1993, el pri­
mer año de la paz, que en 1990, el año posterior a 
la ofensiva más grande del FMLN. El gobierno no 
puede sentirse complacido cuando los gastos en 
salud y educación de 1993 son sustancialmente 
menores que los de 1980. Por ejemplo, el gasto en 
educación en 1980, el último año anterior a la gue­
rra, fue significativamente más elevado que el de 
1993. Combinando los gastos en educación y sa­
lud de 1980, el resultado es el 33.44 por ciento del 
gasto total comparado con el 24.05 por ciento en 
1993. 

Durante las negociaciones con el Banco Mun­
dial sobre un préstamo para un ajuste estructural, 
el gobierno se comprometió a aumentar las asigna­
ciones del sector social. Se establecieron las áreas 
específicas: las asignaciones para salud se in­
crementarían como un porcentaje del PIB, pasan-
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do del 0.9 al 1.9 por ciento y las asignaciones para 
educación aumentarían del 1.8 al 2.7 por ciento 
entre 1989 y 1994. Al conseguir estos objetivos, 
El Salvador volvería a estar en el nivel de gastos 
previo a la guerra, cuando el gasto de salud y edu­
cación combinado alcanzó el 4.73 por ciento del 
PIB, en 1979, y el 5.7, en 1980. Sin embargo, el 
progreso ha sido más lento de lo esperado. Esto se 
ve claro en el Cuadro 4, que muestra que el gasto 
estimado para el sector social en 1992 es ligera­
mente mayor que el de 1991, pero sigue estando 
por debajo de los niveles de 1990. 

Cuadro 4 
Gastos en salud y educación 

como porcentaje del PIB 
(En colones) 

1990 1991 1992 

PIB 38,270 47,792 54,762 
Salud 645 802 970 
Educación 728 828 953 
% del PIB 

Salud 1.68 1.67 1.77 
Educación 1.90 1.73 1.74 

Combinado 
% del PIB 3.58 3.40 3.51 

FuenJe: Presupuesto del sector público por grupo secto­
riales y actividades. 

La estrategia para compensar la re­
ducción drástica de los gastos sociales 
en la década de los ochenta, es la cre­
ciente dependencia del gobierno en los 
donantes extranjeros para reducir sus es­
fuerzos en disminuir la pobreza. El im­
pacto del financiamiento externo es sig­
nificativo. El aporte de la ayuda externa 
al total del gasto del sector salud au­
mentó de 2.3, en 1983, a IU por ciento, 
en 1988, para alcanzar el 40 por ciento, 
en 1989, donde se mantuvo hasta el fi­
nal de 1993. Sin embargo, en 1993, 
AID, el·donante externo mayor para el 
sector salud, concluye un proyecto de 
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cuatro años. Aunque AID aprobó en 1991 un pro­
yecto de ocho años de duración por 58 millones de 
dólares para mejorar la calidad de la educación bá­
sica, el compromiso de largo plazo de AID en 
otros sectores sociales es incierto, dada su inten­
ción declarada de reducir el portafolio salvadore­
i'io. AID espera, aunque de ninguna manera hay 
base para ello, que otros donantes, como el Banco 
Mundial, que hará un préstamo de 26 millones de 
dólares para apoyar las reformas en educación y 
salud, se comprometerán más llB• 

7. Conclusiones 

Al concluir el primer ai'io del proceso de re­
construcción salvadorei'io posterior a la guerra en 
abril de 1993, es evidente que mucho ha cambiado 
para bien del país. La consolidación de la paz des­
pués de doce años de dura guerra civil, sin embar­
go, requiere de un esfuerzo más concertado por 
parte del gobierno salvadorei'io y de la comunidad 
de donantes internacionales. Mientras que los do­
nantes se han comprometido con 800 millones de 
dólares para la reconstrucción salvadorei'ia, el go­
bierno ha sido incapaz de aumentar el gasto del 
sector social de acuerdo a sus propios compromi­
sos. La reducción efectiva de la pobreza requiere 
inversiones en salud, educación y nutrición de ma­
nera que el pobre pueda responder a las oportuni­
dades de postguerra. Si la paz ha de tener un signi­
ficado real para los salvadoreños pobres, el gobier-
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no debe hacer un trabajo mejor, proporcionando 
servicios sociales. Aunque el gran reto es mejorar 
la cobertura y la eficiencia, también hay que con­
siderar la cantidad, pues El Salvador ha gastado 
una proporción más pequeña de su PIB en inver­
siones sociales que el promedio de los países lati­
noamericanos, lo cual lo ha colocado al mismo ni­
vel de atraso que los países del este asiático. 

El gobierno no ha aprovechado la oportunidad 
para reordenar las asignaciones básicas de los re­
cursos del presupuesto. Los gastos improductivos 
no han sido reducidos en beneficio de los gastos 
del sector social, que promueve el desarrollo del 
recurso humano y el logro de objetivos sociales. 
El gobierno no tiene voluntad política para refor­
mar los gastos militares a pesar de la reducción de' 
la Fuerza Armada, más rápida de lo previsto. Ante 
una opción clara entre el interés público de la ma­
yoría pobre y los privilegios de la minoría podero­
sa de la Fuerza Armada, el gobierno ha seguido 
proporcionando a defensa gastos elevados, pero no 
justificables. 

Las metas de la reconciliación nacional, de la 
democracia y del desarrollo requieren de unas 
reasignaciones presupuestarias más profundas que 
las que se han hecho hasta ahora. Las agencias 
externas ayudaron a El Salvador en los años de cri­
sis. Ahora deben ayudar al país a moverse para 
salir de la crisis y empezar a atender la pobreza 
más directamente. Un ataque más fuerte contra la 
pobreza enfrentaría muchas de las condiciones 
provocadas por el duro conflicto. La racionaliza­
ción de los gastos militares improductivos sería el 
lugar más útil para comenzar. La comunidad do­
nante tiene el instrumento para dar seguimiento a 
esta política, dado que los elevados niveles de ayuda 
externa son vitales para la política de reconstruc­
ción gubernamental, mientras la Fuerza Armada se 
reforma. 

Este artículo muestra que las organizaciones 
comunitarias de base y las no gubernamentales 
sólo han sido integradas parcialmeme en los pIa­
nes de reconstrucción del gobierno. En efecto, el 
gobierno se ha mostrado renuente a tratar con or­
ganizaciones percibidas como afiliadas al FMLN y 
sólo ha sido persuadido a reformar su política bajo 
presión por parte de los donantes externos. Buena 
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parte de la responsabilidad de todo esto la tiene 
Estados Unidos, que ha sido un apoyo fundamen­
tal en el esfuerzo de reconstrucción del gobierno 
salvadoreño. No solamente AID ha sido determi­
nante en el diseño del plan de reconstrucción na­
cional. sino que además estructuró la Secretaría de 
Reconstrucción y ha actuado como el donante ma­
yor. Como las energías y la creatividad de los gru­
pos comunitarios de base tienen capacidad para 
contribuir a la reconstrucción y son necesarias con 
urgencia, AID se enfrenta con el reto de rediseñar 
sus políticas en vistas a ampliar la participación de 
los beneficiarios y a abrir comunicaciones mejores 
con grupos con experiencia de trabajo con la po­
blación beneficiaria del plan de reconstrucción na­
cional. Para hacer esto, el gobierno de Estados 
Unidos debe reconsiderar toda su política hacia El 
Salvador de postguerra. En la actualidad existe 
una área peligrosa entre su reconstrucción y las 
políticas de seguridad. Al apoyar la participación 
de la Fuerza Armada en las actividades de acción 
cívica, Estados Unidos no solamente está socavan­
do el espíritu y la letra de los acuerdos, sino que 
además está fortaleciendo la institución militar en 
detrimento de la sociedad civil. 

Notas 

1. Ministerio de Planificación, National Reconstruction 
Plan: Report to the Consultative Group Meeting 
(San Salvador, 1992). 

2. Banco Mundial, "ConsulLative Group Meeting for 
El Salvador", Bank News Release, N~ 92/LAC 
(Washington, D.C., 1992), mimeo. 

3. Existe una memoria diferente de la reuni6n. El 
FMLN Y los miembros de la dirección ejecutiva re­
cuerdan un acuerdo sobre la propuesta, pero los 
funcionarios del Banco Mundial dicen que no se 
acordó nada que requiriese seguimiento. 

4. Ministerio de Planificación (1992), op. cit. 
5. A los salvadoreños les dijeron que el éxito nicara­

güense en obtener el apoyo de los donantes se de­
bió casi totalmente a la delegación conjunta de la 
UNO y los sandinistas. Esto para indicar el apoyo 
político entre unos y otros. Entrevista con el direc­
tor ejecutivo inglés, Banco Mundial, Washington 
D.C., marzo de 1992. 

6. Entrevista con Mauricio Chávez, comité de recons­
trucción del FMLN, San Salvador, mayo de 1992. 

7. La ausencia de las organizaciones no gubemamen-
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tales fue subrayada por Alexander Wilde de Was­
hington Office on Latin America, en su testimonio 
lIlle el subcomité de asunlOs hemisféricos occiden­
tales, comité de asunlOs exteriores, Cámara de Re­
presentantes, 6 de noviembre de 1991. 

8. Ministerio de Planificación (1992), op. ciJ. 
9. Ver por ejemplo, Ministerio de Planificación y Co­

ordinación del Desarrollo Económico y Social, 
Plan de recuperación econónUca y social nacional, 
Versión preliminar (San Salvador. 15 de septiem­
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recuperación a los mecanismos de participación es­
taban IOtalmente basadas en el programa "Munici­
palidades en acción", administrado por CONARA. 
El mecanismo de participación se describía de la 
siguiente manera: "Para integrar las comunidades y 
sus autoridades locales en el proceso de lOma deci­
siones a través de la planificación e implementa­
ción de los proyeclOs... de esta manera una pro­
fundización en la democracia participativa y en el 
desarrollo de su capacidad para llevar a cabo .su 
propia iniciativa tendrá lugar". 
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de AID se encuentran en Lawyers Committee for 
International Human Rights and Americas Watch, 
El Salvador' s Other Victims: The War on the 
Displaced (WashinglOn D.C., 1984), pp. 81-90. La 
inquietud de los donantes sobre el papel de 
CONARA en el desarrollo social de postguerra se 
encuentra en Peter Sollis, "La disminución de la 
pobreza: evaluación del programa social del gobier­
no", ECA, 522 (abril, 1992), pp. 333-355. 

11./Ver los antecedentes sobre las rivalidades 
institucionales entre CON ARA y el PIS en Peter 
Sollis, ibid. Los antecedentes sobre el apoyo de Es­
tados Unidos al papel de postguerra de CONARA 
se encuentran en Stewart Lawrence, Post·War El 
Salvador: An Examination o[ Military Issues 
Relating to Reconstruction (Washington D.C., 
Unitarian Universalist Service Committee, 1991), 
mimeo. 

12. La Secretaría de Reconstrucción Nacional fue crea­
da por recomendación de informes consultivos fi· 
nanciados por AID. Entrevistas con funcionarios de 
la Secretaría y CONARA, San Salvador, noviembre 
de 1992. 

13. Entrevistas con funcionarios de la Secretaría y 
CONARA, noviembre de 1992. 

14. Entrevista con funcionarios de AlD, enero de 1993, 
Y con funcionarios de la Secretaría, San Salvador, 
diciembre de 1992. 

15. Entrevista con Norma de Dowe, Washington D.C., 
junio de 1992. 
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16. El nombre de la Secretaría de Reconstrucción Na­
cional es conocido de manera limitada. Por ejem­
plo, los soldados de Casa Presidencial conocen a 
Norma de Dowe sólo como la direclOra de CO­
NARA. Los visitantes de la Secretaría también 
usan pases de CONARA. 

17. Entrevista con fW1Cionarios de AID, San Salvador, 
enero de 1993. 

18. Entrevistas con dirigentes comunitarios de los de­
partamenlOs de Chalatenango y San Vicente, enero 
de 1993. 

19. Entrevista con funcionario del AlIO Comisionado 
de Naciones Unidas para Refugiados, San Salva­
dor, diciembre de 1992. Entrevista con un funcio­
nario internacional de una organización no guber­
namental, San Salvador, enero de 1993. 

20. Entrevistas con miembros de la comunidad diplo­
mática europea en San Salvador, mayo de 1992, 
diciembre de 1992 y enero de 1993. 

21. Entrevista con un funcionario del Programa de Na· 
ciones Unidas para el Desarrollo, San Salvador, 
enero de 1993. 

22. Entrevista con un funcionario de AlD, San Salva­
dor, enero de 1993. 

23. Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, 
Report on UNDP Activities and Coordination 
Related to the Peace Process in El Salvador (New 
York, Naciones Unidas, 1992), mimeo. 

24. Un programa de desarrollo agrícola para seis años 
en Chalatenango por 37.5 millones de dólares, esta­
blecido por la International Fund for Agricultural 
Development, por ejemplo, es un caso de colabora­
ción amplia de la base entre diferentes tipos de ac­
lOres, en \DI intento por promover la reconciliación 
dentro del contexto del desarrollo. Con sus meca· 
nismos a niveles local, regional y nacional para las 
organizaciones no gubernamentales, los grupo~ be­
neficiarios y la participación gubernamental en el 
diseño del programa, su administración y evalua· 
ción, este proyecto muestra que nuevas relaciones 
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reconciliación, incrementando las posibilidades 
para un desarrollo sostenido. 
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ciones Unidas para el Desarrollo, San Salvador, 
enero de 1992. 

26. Norma de Dowe observa que esto es parte de la 
conducta política para tratar y usar los fondos para 
conseguir ventajas electorales. Ella piensa que los 
alcaldes usarán el programa "Municipalidades en 
acción" así como el FMLN tratará y se aprovechará 
de los fondos de las organizaciones no guberna­
mentales. Acepta que la situación será más difícil 
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en 1993. Reconoce que en cuanto institución guber­
namental, la Secretaría de Reconstrucción Nacional 
no puede jugar un papel neutral. Entrevista con 
Norma de Dowe, San Salvador, 28 de enero de 
1993. 

27. Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, 
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de El Salvador (San Salvador, 1992). 
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claración de Harold 1. Johnson ante el subcomité de 
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la oficina de CORDES en el campus de la UCA. 
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rante nueve meses. Mientras tanto, una organiza-
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